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PRESENTACIÓN

Este Boletín de Investigación se presenta como una publicación periódica de carác-
ter trimestral que nace con la vocación de servir como un instrumento de divulgación 
de temáticas de gran transcendencia para el I-INGOT. El perfil que adopta el Boletín es 
esencialmente jurídico y su objeto reside en la investigación, análisis y transferencia de 
cuestiones relativas a las principales líneas de investigación del Instituto: la gobernanza, 
la calidad institucional, el territorio y la ciudad, la Administración local, el urbanismo y el 
medio ambiente. El Boletín de Investigación I-INGOT pretende impulsar el estudio de estas 
cuestiones desde una perspectiva jurídicamente interdisciplinar, capaz de generar espacios 
de reflexión sobre asuntos clave en el ámbito del gobierno y el territorio.

El Boletín incorpora una estructura que dota de especial relevancia a la investigación y al 
análisis de las implementaciones jurídicas que suscitan, en consonancia con sus objetivos, 
mayor interés doctrinal y social. De este modo, cada publicación incorpora un estudio en el 
que se aborda, desde una óptica eminentemente científica, cuestiones de gran relevancia 
y actualidad jurídica, desarrollados por expertos de acreditada experiencia en los referidos 
ámbitos de conocimiento.

El análisis de las novedades legislativas se configura como otro de los elementos capitales 
en la estructura del Boletín: con ello pretendemos ofrecer un índice de referencia a nues-
tros lectores sobre las principales novedades legislativas en las materias objeto de estudio 
del Instituto, así como reseñar los aspectos que suscitan mayor interés.

De indudable importancia para obtener una visión completa de la situación que atraviesa 
la regulación de estas materias, es el estudio de la jurisprudencia que emana de los Tribu-
nales de Justicia, tanto en lo que respecta al ámbito autonómico, como nacional y europeo. 
Para ello, el Boletín incorpora en su estructura un espacio dedicado a reseñar las noveda-
des jurisprudenciales más destacables para las materias estudiadas en el Instituto.

La difusión de las novedades bibliográficas en las materias de referencia es otro de los 
elementos que configuran el Boletín, así, se dedica un espacio cuyo objeto consiste en 
dar difusión a las más recientes publicaciones de carácter doctrinal de los miembros del 
I- INGOT.

Además, en el marco de las diversas actividades, seminarios y jornadas de carácter cientí-
fico desarrolladas por el Instituto de Investigaciones Jurídicas en Gobierno y Territorio, el 
Boletín aspira a convertirse en un punto de encuentro y recepción de los principales resul-
tados y conclusiones generados a partir de la participación en estos espacios de debate.

Este séptimo número del Boletín de Investigación I-INGOT, recoge las principales noveda-
des legislativas, doctrinales y jurisprudenciales durante el período comprendido entre julio 
y diciembre en aquellas temáticas que resultan de nuestro interés. 

Asimismo, como en el número anterior, incluimos un estudio doctrinal en el que se analizan 
las transformaciones recientes de la potestad reglamentaria, a partir del examen de los 
postulados clásicos de la teoría del reglamento y de su progresiva adaptación a la realidad 
normativa contemporánea. El trabajo aborda el incremento y diversificación de los centros 
de producción reglamentaria, la expansión material de esta potestad, la especialización 
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de los procedimientos de elaboración de reglamentos y las consecuencias jurídicas deriva-
das del reforzamiento de los requisitos formales, con especial atención a la jurisprudencia 
reciente del Tribunal Supremo sobre el concepto material de reglamento, los vicios forma-
les y los efectos de la invalidez de las disposiciones reglamentarias.

Analizamos, además, una serie de novedades jurisprudenciales que nos resultan de espe-
cial interés, como como las recientes resoluciones del Tribunal Supremo en materia de 
valoración catastral, reversión expropiatoria y límites de la potestad reglamentaria; los 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional sobre la ejecución de sentencias urbanísti-
cas; así como diversas sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia en ámbitos como 
la ejecución subsidiaria de deberes urbanísticos, la aprobación presunta del planeamiento, 
la evaluación ambiental estratégica o la implantación de energías renovables.

En lo que respecta a las novedades doctrinales de los miembros del I-INGOT, recogemos 
un total de catorce publicaciones científicas que abordan temas de especial interés en sec-
tores como la digitalización, la administración local, la inteligencia artificial, la economía 
circular, la financiación local y la ordenación del territorio. 

La actualidad de prensa que se introduce en este séptimo número contempla, entre otras, 
novedades en cuanto a la revisión del planeamiento territorial, la evolución de las políticas 
autonómicas de vivienda, los avances en sostenibilidad y acción climática, las estrategias 
frente a la despoblación, las medidas de transparencia e innovación pública, la transfor-
mación digital de las administraciones, la simplificación administrativa y el desarrollo de la 
inteligencia artificial en el sector público.

Por otro lado, en el marco de las actividades científicas del I-INGOT, reseñamos las tres últi-
mas actividades realizadas, vinculadas al ámbito de los derechos digitales, la gobernanza 
territorial y los retos del urbanismo contemporáneo.
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ESTUDIO

Mutaciones de la potestad reglamentaria: consideraciones sobre 
el concepto y el régimen jurídico de los reglamentos1

Eduardo Gamero Casado. Catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad Pablo 
de Olavide, de Sevilla. Consejero de Montero Aramburu & Gómez-Villares Atencia.

1.- Los postulados clásicos de la potestad reglamentaria.
En nuestro Derecho positivo no existe un concepto de reglamento, como tampoco de 
norma jurídica. Son nociones que deben inferirse por inducción, a partir de los materiales 
jurídicos, de diferente naturaleza, que impactan de uno u otro modo sobre la cuestión, 
abordando aspectos fragmentarios de la potestad reglamentaria: su procedimiento de ela-
boración, el alcance o grado de sus eventuales vicios (nulidad, anulabilidad), sus vías de 
control, los efectos de su invalidez…  En esta labor es preciso analizar los ‒escasos‒ pre-
ceptos normativos que aluden o regulan a los reglamentos, pero también la jurisprudencia 
(tan relevante en esta materia), la doctrina legal y la académica, para construir a partir de 
esos materiales una teoría general de la potestad reglamentaria.

Hace décadas se asentaron unos postulados de la potestad reglamentaria que podemos 
considerar tradicionalesi. Se repiten desde entonces como lugares comunes, siendo acogi-
dos por los operadores jurídicos en tanto que verdades conocidas. Estos rasgos, decantados 
en el tercer cuarto del siglo XX y compartidos por la generalidad de la doctrina (García 
de Enterríaii, Garrido Falla, Santamaría Pastor), convienen, en primer lugar, en definir al 
reglamento como una norma jurídica dictada por la Administración. Tal y como lo expresa 
actualmente el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, la potestad reglamentaria es 
una “acción que ejerce el Gobierno a través de la cual dicta normas escritas subordinadas 
a la ley o referidas a ámbitos no sometidos a reserva de ley formal o material”.

No se trataría de un poder inherente a la Administración por su naturaleza, sino de una 
potestad expresamente atribuida por el Ordenamiento jurídico. Su titular originario sería 
estrictamente el Gobierno, en virtud del art.97 CE, si bien cabe que se otorgue a otros 
órganos mediante atribuciones legales expresas. 

Subyace en esta aproximación una visión bastante unitaria de los reglamentos, como 
expresión de una potestad concentrada en pocos centros de producción: esencialmente, 
el Gobierno de España, los Gobiernos de las Comunidades Autónomas y los Plenos de las 
Corporaciones Locales. Se diferencia de este modo entre una potestad reglamentaria origi-
naria, la general atribuida al Gobierno; y una potestad derivada, atribuida a otros órganos 
o entidades en virtud de leyes específicas, y cuyo ámbito de ejercicio se circunscribe a 
materias concretas.

En ese escenario eran pocas ‒y parcas‒ las normas que regulaban el procedimiento de 
aprobación de los reglamentos, encuadradas en las Leyes del Gobierno de España y de las 
CCAA, y en la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases del Régimen Local, por lo que se refiere a 
los reglamentos locales.
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Todos estos rasgos se ajustaban perfectamente a la situación que por entonces se produ-
cía. Pero, ya en esos momentos, comenzaron a aparecer síntomas de los cambios que se 
avecinaban. Llegaron de la mano del planteamiento urbanístico, con una jurisprudencia 
que venía abriéndose paso desde 1968, y que se sistematizó y compiló por la Sentencia del 
Tribunal Supremo (en lo sucesivo, STS) de 9 de julio de 1991, rec.4778/1989, profusamente 
citada desde entonces: el reconocimiento de los planes urbanísticos -o de, al menos, parte 
de ellos- como reglamentos supuso todo un acontecimiento en el contexto de una potes-
tad reglamentaria concebida como unitaria y monolítica.

2.- Las mutaciones de la potestad reglamentaria.
La realidad ha ido desbordando poco a poco, pero incontestablemente, los márgenes con-
ceptuales cásicos, anteriormente descritos, por muy diversas razonesiii.

a) Centrifugación de los centros de producción. Los órganos y entidades apoderados con la 
potestad reglamentaria se han incrementado exponencialmente. Los ministros la ostentan 
ordinariamente en materias propias de su departamento y para el desarrollo ejecutivo de 
infinidad de leyes que así lo proclaman; en las propias leyes, y aun en normas reglamen-
tarias, se habilita igualmente a autoridades de inferior jerarquía, como las Secretarías de 
Estado. Lo propio ha sucedido en el ámbito de las Comunidades Autónomas. Pero, además, 
han emergido otros centros de producción reglamentaria enteramente autónomos, como 
las administraciones o autoridades independientes y los organismos reguladores: Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC), Banco de España, Comisión Nacio-
nal del Mercado de Valores (CNMV)… También, entidades de Derecho público y régimen 
especial, como las Universidades o las corporaciones de Derecho público (especialmente, 
los colegios profesionales). Una potestad que aparecía concentrada en unos pocos focos 
ha eclosionado en muchos otros centros de producción, desdibujando esa visión unitaria y 
monolítica ‒uniformizada‒ que caracterizaba tradicionalmente a los reglamentos.

b) Incremento del volumen de producción reglamentaria. El número de reglamentos que 
se aprueban ha crecido exponencialmente. Según el Informe de producción Normativa en 
2024 de la CEOE, ese año se publicaron solo en el BOE más de 128.000 páginas en las sec-
ciones normativas, y en el conjunto de diarios oficiales autonómicos, más de un millón de 
páginas de normativa. La aprobación de un reglamento no es ninguna novedad: cada día 
se aprueban docenas de ellos. La cuestión es que las normas acaban descendiendo a un 
extraordinario grado de detalle. Lo cual, a su vez, acelera la motorización normativa, en la 
medida que la adaptación a circunstancias continuamente cambiantes obliga a modificar 
los reglamentos aun con mayor frecuencia.

c) Diversificación de los ámbitos materiales. Correlativamente, se ha producido una 
extraordinaria expansión material de la potestad reglamentaria hacia ámbitos en los que 
anteriormente no operaba. Esa expansión (o movimiento horizontal) se simultanea con el 
detallismo y la profundización (o movimiento vertical) de las disposiciones, que se dictan, 
por tanto, en cuestiones extraordinariamente especializadas y con un alto grado de tecni-
cismo. Menudean las expresiones de la potestad reglamentaria tradicionalmente concebida 
como derivada, proyectada hacia infinidad de campos.

https://www.ceoe.es/es/publicaciones/empresa/la-produccion-normativa-en-2024
https://www.ceoe.es/es/publicaciones/empresa/la-produccion-normativa-en-2024
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d) Desagregación de procedimientos de aprobación de reglamentos sectoriales. La pro-
yección de las necesidades regulatorias a los más variados campos ha traído consigo la 
necesidad de adaptar el procedimiento de elaboración y aprobación de los reglamentos 
a las particularidades propias de sus respectivos ámbitos de ordenación. El planeamiento 
urbanístico se nos presenta, una vez más, como el primer exponente, articulándose proce-
dimientos específicos para la aprobación de los planes. La especialización se extendió más 
tarde también a otros instrumentos de planeamiento, como la planificación hidrológica. 
Pero, además, se diversificó con la atribución de la potestad reglamentaria a las adminis-
traciones independientes y organismos reguladores, y se ha manifestado igualmente con 
el régimen especial de aprobación de reglamentos de universidades y de corporaciones de 
Derecho público, configurando procedimientos especiales en todos esos ámbitos. Lo que 
antes se presentaba como un único procedimiento reglamentario se ha convertido actual-
mente en una variedad de regulaciones, ajustadas a las particularidades que el ejercicio de 
la potestad reglamentaria representa en los ámbitos sectoriales en los que juega. 

e) Sofisticación de los procedimientos de aprobación de los reglamentos generales. La primera 
ocasión en que se reguló este procedimiento fue en la Ley de Procedimiento Administrativo 
de 17 de julio de 1958, que dedicaba el Capítulo I de su Título VI (arts.129-132) al “Proce-
dimiento para la elaboración de disposiciones de carácter general”. El procedimiento era 
muy parco, se componía de escasos trámites, cuyo contenido era esencialmente jurídico. La 
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, derogó esa regulación y, tanto en su texto 
originario, como en sucesivas modificaciones, ha ido ampliando los trámites y exigencias 
formales del procedimiento de elaboración de reglamentos. Actualmente debemos tener 
también en cuenta los arts.128 sigs. de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas; y en la Administración del Estado, 
el Real Decreto 931/2017, de 27 de octubre, por el que se regula la Memoria del Análisis de 
Impacto Normativo. Este esquema normativo se replica en el ámbito autonómico. A estas 
disposiciones generales hay que sumarle los contenidos que se impongan al procedimiento 
de aprobación de reglamentos en normas o ámbitos sectoriales. La evolución de las sensi-
bilidades ha llevado a incluir en el procedimiento de elaboración de reglamentos toda una 
serie de informes y estudios de diverso cariz (impacto de género, sobre la infancia, sobre 
el medio ambiente, en materia de igualdad, accesibilidad y no discriminación de personas 
con discapacidad…), así como también han crecido exponencialmente los trámites vincula-
dos con la dimensión económica (impacto económico y presupuestario, estudio de cargas 
administrativas). Esta situación no solo ha alargado y complicado el procedimiento de ela-
boración de reglamentos, sino que además ha tenido también su impacto en las causas 
de invalidez de estas disposiciones, potencialmente anulables si en su procedimiento de 
elaboración no se han satisfecho adecuadamente todas estas exigencias.

f) El cataclismo de los efectos de los vicios formales invalidantes. La dogmática clásica de 
los reglamentos señala que los vicios formales de los reglamentos solo pueden invocarse 
en el recurso contencioso-administrativo directo. Y a su vez, que, una vez detectado un 
incumplimiento formal determinante de invalidez, se produce i) La nulidad radical o de 
pleno Derecho, y ii) De toda la disposición reglamentaria, no solo de alguna parte de la 
misma particularmente afectada por el vicio en cuestión. El incremento de los requisitos 
formales de los reglamentos está conduciendo correlativamente a la declaración de nuli-
dad de las disposiciones por infracción de estas nuevas exigencias. De manera que, en 
la actualidad, no solo pueden declararse nulos los reglamentos por el clásico motivo de 
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omisión del trámite de audiencia durante su procedimiento de elaboración (una causa de 
nulidad ampliamente consolidada en la jurisprudencia; por ofrecer ejemplos recientes, 
SSTS 22/09/2022, rec.418/2021; o 31/01/2024, rec.911/2022), sino también por no apor-
tar la memoria económica (sobre anulación de tasas municipales, SSTS 18/12/1997, rec. 
apel. 2179/1991; 26/04/2017, rec. 167/2016; y 24/06/2021, rec. 1076/2020; en relación 
con planes urbanísticos, SSTS 31/03/2016, rec.3376/2014), el estudio impacto de género 
(STS 18/12/2018, rec. 3781/2017, sobre el Plan Territorial Andalucía; otras sentencias 
posteriores, como la de 11/02/2022, rec.1070/2020, declaran que esta omisión solo es 
determinante de invalidez cuando la disposición afecte de manera efectiva a la igualdad de 
género, debiendo demostrarlo así el recurrente), o el impacto sobre la competencia (SSTS 
17/12/2024, rec. 407/2023, sobre Real Decreto de acceso a profesiones; o 03/11/2025, rec. 
586/2023, sobre explotaciones porcinas). No es preciso recordar, pero sí resaltar, que la 
declaración de nulidad conlleva ‒al menos teóricamente‒, la invalidez de todos los actos 
de aplicación del reglamento que se dictaran desde que se aprobó hasta que recayó la 
sentencia declaratoria de la nulidad. Y este estropicio no podría solventarse mediante 
la subsanación ex post de la infracción formal, por cuanto que esa técnica es posible en 
vicios de anulabilidad, pero no de nulidad de pleno Derecho, que exigen la tramitación de 
un nuevo procedimiento en su integridad. La combinación diabólica que se ha producido 
entre estos factores (incremento de requisitos formales, alcance invalidante de su omisión 
en grado de nulidad y efectos de esta última) da mucho qué pensar acerca de la necesidad 
de reconsiderar todos estos postulados.

g) Proliferación de las leyes, con desaparición del reglamento independiente. Una categoría 
clásica en esta materia es el reglamento independiente, calificándose como tal aquél que 
carece de una norma legal de cobertura. Dado que hay materias reservadas a la ley, i) El 
reglamento independiente no cabe en tales materias; y ii) La categoría originaria del regla-
mento ejecutivo aparecía vinculada a estas materias. Sin embargo, la expansión material 
de las leyes es tal que prácticamente no queda campo para la aprobación de reglamentos 
que carezcan de cobertura legal. Esto lleva: i) A la desaparición del reglamento indepen-
diente, al menos, tal y como se venía concibiendo esta figura; ii) A la habitual existencia de 
reglamentos que desarrollan materias no reservadas a la ley; y, correlativamente, iii) A la 
necesidad de aclarar cómo debe interpretarse el art.22 tres de la Ley Orgánica 3/1980, de 
22 de abril, del Consejo de Estado, que atribuye a su Comisión Permanente la competen-
cia para ser consultada, preceptivamente, sobre “Reglamentos o disposiciones de carácter 
general que se dicten en ejecución de las Leyes, así como sus modificaciones”. Este pre-
cepto estaba inicialmente concebido para informar sobre reglamentos ejecutivos de las 
leyes, entendidos como los que se dictan en materias reservadas a la ley. Pero la práctica 
cotidiana en la actualidad es considerar que este informe debe emitirse en relación con 
todas las disposiciones reglamentarias que se dicten en una materia en la que exista una 
ley de cobertura, aunque sus contenidos no se encuentren reservados a la ley. 

h) Aparición de actuaciones con “fumus” reglamentario. Otra realidad contemporánea es 
la existencia de productos cuya naturaleza resulta difícil calificar, puesto que no siguen los 
cauces formales de aprobación de los reglamentos, pero en realidad se comportan como si 
lo fueran. Un buen ejemplo es la declaración de inmuebles como bienes de interés cultural, 
mediante resoluciones administrativas que limitan las modificaciones de su estructura o de 
su fachada, que imponen a sus titulares otras cargas relevantes (como horarios de visitas 
gratuitas en el caso de que estén abiertos al público), y que incluso pueden condicionar 



Boletín
I-INGOT
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS
EN GOBIERNO Y TERRITORIO

núm. 7
DICIEMBRE

2025

15

eventuales construcciones colindantes que impacten en la protección visual o paisjística 
del bien, y todo ello, de manera indefinida en el tiempo, tantas veces como se presente el 
caso y con independencia de quién sea el concreto sujeto actuante o titular del bien. Tam-
bién se da el caso de actuaciones que no son de cumplimiento obligatorio, pero finalmente 
se convierten en pautas cuyo incumplimiento acarrea consecuencias, como la imposición 
de sanciones; seguramente, el más paradigmático de los ejemplos es el de las guías de la 
Agencia Española de Protección de Datos, de apariencia inocua y como meras recomenda-
ciones, pero erigidas verdaderamente en el parámetro de cumplimiento normativo en las 
materias sobre las que versen, pues apartarse del cumplimiento de la guía puede suponer 
la imposición de sanciones.

3.- Revisitando la potestad reglamentaria: algunos apuntes.
Todas las cuestiones anteriormente señaladas invitan a reconsiderar los parámetros clási-
cos de la potestad reglamentaria, y eso es lo que estamos procurando con el proyecto de 
investigación citado en la primera nota de esta aportación. Es una investigación en pleno 
curso, articulada con un doble método, inductivo y deductivo, cuyos resultados finales se 
esperan para 2026. 

En el primer caso, se están desarrollando unos seminarios de investigación sobre diferentes 
aspectos de la potestad reglamentaria. Se van analizando diferentes instrumentos jurídicos, 
por parte de especialistas que los conocen bien, planteándose la cuestión de si son regla-
mentos, normas de otra naturaleza, o ni lo uno ni lo otro; cuáles son sus particularidades en 
cuanto al procedimiento de elaboración y aprobación; cuáles son los vicios determinantes 
de su invalidez; qué efectos tiene esa declaración de invalidez en el caso concreto, etc. Se 
trata, por tanto, de un acercamiento escrupulosamente aséptico y desprovisto de prejui-
cios: no se pretende revalidar ninguna hipótesis de partida, sino conocer la realidad en los 
términos en que se viene desenvolviendo en esos diferentes ámbitos sectoriales, e intentar 
discernir la naturaleza jurídica de las actuaciones en cuestión.

En el segundo caso, se intercalan temas o seminarios sobre componentes clásicos o de 
teoría general de la potestad reglamentaria, poniendo al día el conocimiento existente en 
la materia. Estas aproximaciones se retroalimentan de las anteriores, y viceversa, en un 
continuo ejercicio de contraste entre la realidad práctica y la teoría general. De este modo 
se está promoviendo un diagnóstico ‒por decirlo de alguna manera‒ de la situación, que 
se presenta tanto en i) Actuaciones que actualmente se reconocen propiamente como 
reglamentos ‒pero cuyo régimen jurídico no parece resultar satisfactorio‒, como en ii) 
Otras actuaciones que no vienen siendo tradicionalmente reconocidas como reglamentos, 
pero cabe que lo sean, en cuyo caso sus rasgos deben integrarse en la teoría general de 
la potestad reglamentaria, contribuyendo al mismo tiempo a definir sus contornos y sus 
contenidos.

En esa labor de reconsideración, y en defecto de un desarrollo normativo más detallado 
de la potestad reglamentaria, la clave de bóveda es el concepto de reglamento que maneja 
el Tribunal Supremo, dada su función nomofiláctica y el valor de su jurisprudencia como 
fuente del Derecho. Pasemos a ver cómo aborda la cuestión.
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3.1.- El concepto de reglamento en la reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo.

El Tribunal Supremo viene consolidando una línea de jurisprudencia que identifica las 
actuaciones administrativas como reglamentos atendiendo a sus características materia-
les, abstrayéndose del calificativo formal que se les haya conferido y del procedimiento que 
se haya seguido para su aprobación. Estos pronunciamientos se vienen produciendo ante 
recursos directos contra disposiciones que no habían seguido los trámites correspondien-
tes a la aprobación de los reglamentos, en los que los recurrentes alegan que, más allá del 
nomen que tales disposiciones hayan recibido, su contenido material es propiamente el de 
los reglamentos, e invocan su invalidez por incumplimiento de requisitos de competencia o 
del procedimiento de elaboración de las disposiciones reglamentarias. Las sentencias, muy 
didácticas, se pronuncian en unos términos que parecen extraídos del Curso de García de 
Enterría o, en general, de algún manual de la disciplina. El pronunciamiento que inaugura 
este interesante hilo es la STS 19/09/2022, rec.937/2021, en cuyo f.j.5.º se afirma:

“QUINTO.- Abordando ya el tema litigioso, es conveniente comenzar recordando algunas 
ideas básicas sobre la distinción entre reglamento y acto administrativo general o, si se 
prefiere otra terminología, entre disposición general y acto plúrimo.

En primer lugar, el reglamento tiene siempre un contenido normativo, es decir, establece 
auténticas normas jurídicas. Ello significa que los preceptos reglamentarios se caracterizan 
por establecer mandatos o prohibiciones de alcance general y abstracto: no se dirigen a una 
o varias personas determinadas, sino a todos aquéllos que se encuentren en el supuesto de 
hecho de la norma (generalidad); y no regulan un único caso o situación, sino que se aplican 
a todos aquellos casos que en el futuro puedan producirse (abstracción). En este sentido, 
suele decirse que los reglamentos se instalan establemente en el ordenamiento jurídico y 
lo innovan. La mejor prueba de que los reglamentos no pueden contener prescripciones 
singulares ni concretas viene dada por el principio de inderogabilidad singular de los regla-
mentos, consagrado actualmente en el art. 37 de la Leyde Procedimiento Administrativo 
Común. Los actos administrativos generales, por el contrario, aun estando dirigidos a una 
pluralidad de personas que a menudo no puede concretarse con antelación, se refieren a 
un caso concreto y agotan su eficacia una vez aplicados al mismo. Si vuelve a producirse 
una situación similar, será necesario dictar un nuevo acto administrativo general. El acto 
administrativo general, precisamente por carecer de naturaleza normativa, no deja de ser 
un acto administrativo: no puede encontrar fundamento normativo en sí mismo, sino que 
debe apoyarse en auténticas normas jurídicas que prevean la correspondiente potestad 
habilitante. Y por esta misma razón, no puede innovar ni modificar el ordenamiento jurí-
dico, entendido aquí como el conjunto de normas vigentes en un momento dado.

En segundo lugar, la distinción entre reglamento y acto administrativo general no sólo 
tiene un fuerte arraigo en la jurisprudencia y la doctrina, sino que responde a la existencia 
de dos regímenes jurídicos diferenciados en la legislación administrativa española. Así, sin 
ánimo exhaustivo, los reglamentos tienen su propio procedimiento de elaboración, actual-
mente regulado -a nivel estatal- en los arts. 22 y siguientes de la Ley del Gobierno, por 
no mencionar la letra a) del art. 105 de la Constitución; la invalidez de los reglamentos es 
siempre nulidad de pleno Derecho, según el art. 47 de la Ley de Procedimiento Adminis-
trativo Común; y los reglamentos admiten ser impugnados indirectamente con ocasión de 
los actos administrativos de aplicación de los mismos, de conformidad con el art. 26 de la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Estos rasgos no concurren en los actos 
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administrativos generales, que siguen, en principio, el régimen jurídico del acto adminis-
trativo.

En tercer lugar, forzoso es reconocer que la distinción entre reglamento y acto administra-
tivo general, con arreglo a los criterios normalmente aceptados que se acaban de recordar, 
no siempre es fácil de aplicar. Hay tipos de actos con respecto a los cuales puede ser arduo 
dilucidar si tienen o no tienen carácter normativo. Los giros de la jurisprudencia a propósito 
de las relaciones de puestos de trabajo o de las ponencias de valores catastrales, por citar 
sólo los ejemplos más visibles, son buena prueba de ello. Véanse a este respecto, entre 
otras, las sentencias de esta Sala de 5 de febrero de 2014 (rec. 2986/2012) y de 16 de junio 
de 2022 (rec. 7303/2020). Pero importa destacar que esa dificultad no es conceptual, sino 
de calificación jurídica de ciertos tipos de actos que pueden hallarse -como ocurre a veces 
en la experiencia aplicativa del Derecho- en una zona gris.

En cuarto lugar, en íntima relación con lo anterior, conviene hacer otra observación: que 
en algunas contadas ocasiones sea difícil determinar si un tipo de acto es reglamento o 
acto administrativo general no da base para sostener que la distinción sea inútil o que 
deba ser superada. El dato incontestable, como se ha explicado, es que en la legislación 
española esa distinción existe y comporta dos regímenes jurídicos diferenciados. No hay 
base, en el estado actual del ordenamiento español, para afirmar la existencia de un ter-
tium genus de actos de la Administración Pública que, estando dirigidos a una pluralidad 
de personas, no sean reglamentos (disposiciones generales) ni actos administrativos gene-
rales (actos plúrimos). Así, un intento de introducción de esa pretendida tercera categoría 
por vía puramente interpretativa, lejos de contribuir a una mayor claridad y certidumbre, 
probablemente conduciría a oscurecer ulteriormente las cosas.

En quinto y último lugar, es preciso aclarar que la existencia de una dicotomía reglamen-
to-acto administrativo general, sin cabida para un tertium genus, no impide que en un 
texto reglamentario pueda haber enunciados prescriptivos que no tienen carácter general 
y abstracto y, por tanto, que no son auténticas normas jurídicas. Ello ocurre con cierta 
frecuencia con los planes de urbanismo: que sean reglamentos, tal como viene siendo tra-
dicionalmente afirmado por la jurisprudencia, no es obstáculo para que algunas de sus 
determinaciones se refieran a situaciones singulares y concretas. De aquí pueden surgir 
dificultades interpretativas y aplicativas con respecto a esos enunciados prescriptivos que 
no son generales y abstractos; pero ello no obsta a que el texto, considerado en su con-
junto, deba calificarse como reglamento”.

Se nos dispensará por la extensión de la cita, imprescindible ante la elocuencia y relevancia 
del texto, que invitan a no suprimir ni una coma.

La aplicación de estos criterios lleva a la Sala a anular una disposición impugnada en recurso 
directo, al considerar que se trata de un reglamento y no de un acto plúrimo; concreta-
mente, la Orden General n.º 3, de 11 de abril de 2019, de la Dirección General de la Guardia 
Civil, por la que se aprobaron las bases generales de los procesos selectivos para el acceso 
al curso de capacitación para el ascenso al empleo de Cabo dela Escala de Cabos y Guardias 
de la Guardia Civil, así como las normas generales del curso de capacitación y su plan de 
estudios.



Boletín
I-INGOT
INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS
EN GOBIERNO Y TERRITORIO

núm. 7
DICIEMBRE

2025

18

La aplicación de estos criterios materiales -que comparto-, introduce cierta dosis de inse-
guridad jurídica, e incluso lleva al Tribunal Supremo a replantearse calificaciones previas. Es 
lo que ha sucedido con el notorio ejemplo de las relaciones de puestos de trabajo ‒como 
recuerda la propia sentencia‒, que tradicionalmente se calificaban como reglamentos 
(SSTS 13/2/2001, rec.840/2000; 20/02/2001, rec.1040/2000), en tanto que se califican 
por la jurisprudencia más reciente como meros actos administrativos (SSTS 05/02/2014, 
rec.2986/2012; 05/09/2014, rec.4449/2012; y otras muchas). Pero esta incertidumbre 
no desmerece la necesidad de aplicar estos criterios materiales y su plena operatividad. 
Sobre todo, porque con ello se pretenden preservar las garantías que establece nuestro 
Ordenamiento frente al ejercicio de la potestad reglamentaria, de manera que, cuando se 
aprueba materialmente un reglamento, deben respetarse el procedimiento de elaboración 
de las disposiciones reglamentarias y las garantías que le son inherentes, más allá del puro 
nomen que le confiera la autoridad de lo dicta y del procedimiento que haya seguido para 
su aprobación.

Esta doctrina ha sido confirmada en otros pronunciamientos posteriores, que reproducen 
amplios pasajes de la sentencia, configurada ya hoy como un verdadero leading case en la 
cuestión. Así, por ofrecer ejemplos recientes, SSTS 20/10/2025, rec.3997/2024; 01/12/2025, 
rec.45/2023; y 01/12/2025, rec.6576/2024.

Debe notarse, por otra parte, que el Tribunal Supremo, además de considerar que no hay un 
tertium genus añadido a reglamentos y actos plúrimos, también entiende, prima facie, que 
no hay categorías diferenciadas en el seno de la potestad reglamentaria. En este sentido, 
se aparta de algunos postulados doctrinales contemporáneos, que vienen reclamando una 
taxonomía o categorización de normas administrativas, distinguiendo entre reglamentos 
propiamente dichos (dictados por el Gobierno en ejercicio de la potestad reglamentaria 
que le atribuye la Constitución), y disposiciones administrativas, entendidas éstas como 
disposiciones normativas dictadas por otros órganos o entidadesiv.

3.2.- Hipótesis de partida: la potestad reglamentaria es una potestad. Atribución mediante 
el principio de legalidad y variedad de sus manifestaciones específicas.

En orden a plantear un punto de partida para aproximarse a la teoría general de los regla-
mentos reglamentaria, consideramos que una posición adecuada es reparar que la potestad 
reglamentaria es, en efecto, una potestad administrativa. Este es el único presupuesto 
metodológico que nos hemos planteado en el proyecto de investigación que estamos 
desarrollando. No es novedoso, porque ya lo encontramos en SANTAMARÍA PASTORv.

Por consiguiente, cabe proyectar sobre la potestad reglamentaria los rasgos característi-
cos de las potestades administrativasvi: i) atribución conforme al principio de legalidad, de 
modo que la Constitución española la atribuye de suyo al Gobierno, pero las leyes pueden 
atribuirla también a otros órganos o entidadesvii; ii) subordinación a la ley; iii) control judi-
cial; etc.

A partir de estos rasgos-base, la potestad reglamentaria presenta también sus particulari-
dades propias, en cuanto que potestad administrativa específica. 
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a)	 El reglamento es norma, por lo que la potestad reglamentaria supone el ejercicio de 
un poder normativo. Esto plantea la necesidad de definir adecuadamente lo que sea 
norma. Como hemos visto, el Tribunal Supremo se afana en delimitar el reglamento 
con criterios materiales que atienden esencialmente a su naturaleza normativa.

b)	El procedimiento de elaboración de los reglamentos es específico, como en cualquier 
caso lo es, en la práctica, el de ejercicio de toda potestad administrativa diferenciada. 
La potestad sancionadora, la tributaria, la expropiatoria o el otorgamiento de sub-
venciones son manifestaciones específicas de potestades administrativas que tienen 
establecidos procedimientos específicos.

c)	 Dentro de la categoría reglamentos existen además subcategorías, es decir, conjuntos 
de normas reglamentarias que difieren unas de otras, debido a la particular materia 
sobre la que versan, lo que determina, a su vez, tanto adaptaciones de los proce-
dimientos de aprobación, como particularidades en relación con los vicios en que 
puedan incurrir e incluso de los efectos que tales vicios producen. No es lo mismo un 
reglamento general aprobado en Consejo de Ministros, que una Orden Ministerial 
dictada en materias propias de un concreto Departamento. Como tampoco son igua-
les esas disposiciones que los planes; e incluso, bajo la etiqueta de “plan” se cobijan 
en realidad, actuaciones de naturaleza muy diferente, pues no son asimilables los 
planes urbanísticos, los territoriales y los hidrológicos, como tampoco lo son éstos a 
la planificación económica o estratégica.

En suma, como sucede con las demás potestades administrativas, hay i) Un núcleo común 
de características que la potestad reglamentaria comparte con las demás potestades 
administrativas; ii) Un segundo anillo, de rasgos comunes a todas las manifestaciones de 
la potestad reglamentaria; y iii) Un tercer nivel, de especialidades que presentan ciertos 
grupos de reglamentos, siendo consistentes los rasgos que comparten todos los que se 
integran en un mismo grupo ‒como los planes urbanísticos‒ pero diferentes de los que 
comparten otros reglamentos integrados en grupos diferentes, como los reglamentos que 
aprueban las autoridades independientes reguladoras de los mercados.

Todo ello sienta las bases para poder delimitar tanto un régimen común a toda expresión 
de la potestad reglamentaria, como regímenes especiales aplicables a concretos ámbitos 
en los que se manifiesta esta potestad. Lo cual puede resultar (y de hecho, está resultando 
ya en la práctica), en la determinación de procedimientos diferentes para el ejercicio de la 
potestad reglamentaria, con trámites distintos según el ámbito sectorial de que se trate, 
pero también, con un diferente alcance del vicio que ocasiona su omisión, de la posibilidad 
de su subsanación y de los efectos que provoca su invalidez.

3.3.- Reconsideración de otros elementos del régimen jurídico de los reglamentos.

Uno de los más relevantes aspectos en los que se viene reclamando una reconsideración 
de la teoría general de la potestad reglamentaria es en relación con las causas de invalidez 
y los efectos de la anulación de los reglamentosviii.

En el recurso directo por omisión de requisitos formales, comienza a abrirse paso la posi-
bilidad de establecer en la sentencia la nulidad parcial del reglamento, tan solo de aquella 
parte de su texto que se vea afectada por el vicio formal. Una vez más, es en el ámbito 
del planeamiento urbanístico donde se ha originado esta solución (SSTS 27/03/2020, 
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rec.65341/2018; y 22/07/2021, rec.3920/2020), evitando así que toda la disposición regla-
mentaria vea arrastrada por los efectos del vicio, ocasionando un vacío normativo que no 
solo lleva años restañar, sino que también provoca grandes consecuencias económicas, al 
congelar los desarrollos en las áreas que no se vean verdaderamente afectadas por el vicio.

También es relevante relativizar el impacto que un vicio puramente formal acarrea sobre la 
validez del reglamento, de forma que solo tenga alcance invalidante cuando haya supuesto 
una pérdida real de su finalidad o de garantías. En esta línea viene pronunciándose la juris-
prudencia del Tribunal Supremo (p.ej., STS 05/11/2025, rec.213/2023).

En esa misma línea, parece oportuno replantearse, además, la insubsanabilidad de alguno 
de estos vicios. Por ofrecer algún ejemplo, cuesta aceptar que la omisión de un informe 
sobre impacto de género, o la memoria económico-financiera, conlleven la necesidad de 
tramitar nuevamente todo el procedimiento reglamentario desde su origen.

4.- Final.
En estos momentos, a la vista de lo antedicho, y a la espera de las conclusiones finales del 
proyecto de investigación, hay varias cuestiones pueden resaltarse ya.

La primera de ellas es la necesidad de replantearse algunos de los postulados clásicos de la 
potestad reglamentaria. Hemos podido pulsar la opinión de actores muy variados, y todos 
aparecen alineados en esta conclusión. La calificación de la potestad reglamentaria como 
una potestad administrativa parece un buen punto de partida, y permite enlazar adecua-
damente el acervo acuñado en relación con la dogmática de los reglamentos y su evolución 
o desarrollo hacia elementos o consideraciones que permitan afinar su concreto régimen 
jurídico en las coordenadas contemporáneas.

La segunda es la oportunidad de diferenciar grupos o clases de disposiciones dentro de 
la categoría de “disposiciones de carácter general”, que es unitaria y aparece identificada 
por el carácter normativo de actuaciones realizadas por la Administración, sujetas la ley 
y a control judicial, pero que, al mismo tiempo, alberga en su seno actuaciones de dife-
rente naturaleza. Desde la academia se tiende a proponer que el término “reglamento” se 
reserve para las disposiciones normativas aprobadas por los órganos de Gobierno, y que 
el resto se califique de otra manera, facilitando así la identificación de regímenes jurídicos 
diferenciados. Es una cuestión aparentemente terminológica, y en tal sentido no debería 
plantear graves problemas. Pero a la postre, puede suponer una barrera a la consagración 
de los efectos que pretende (clarificar el escenario), desde el momento en que la juris-
prudencia del Tribunal Supremo no viene respondiendo a esta taxonomía, y alude a todas 
estas disposiciones con el calificativo común y unitario de reglamentos.

En conexión con lo anterior, la evolución de los acontecimientos pone asimismo de 
manifiesto que, en defecto de una regulación más detallada y realista de la potestad regla-
mentaria, la jurisprudencia del Tribunal Supremo viene marcando la pauta: en ocasiones, 
confiriendo a los trámites formales del procedimiento de aprobación de reglamentos una 
relevancia extraordinaria e insubsanable, lo que en algunos casos parece excesivo; pero 
también, aportando en otros casos soluciones pragmáticas para atemperar los efectos de 
la invalidez de los reglamentos que se apartan de la dogmática clásica, como el manteni-
miento de actos dictados a su amparo a pesar de haberse declarado nulos, o la anulación 
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parcial del reglamento al estimar recursos directos por vicios formales de su procedimiento 
de elaboración.

A la vista de lo anterior, resulta cada vez más necesaria una intervención del legislador 
en esta materia, que asuma la situación actual del Ordenamiento jurídico (de los variados 
ámbitos y centros de producción normativa) y dé carta de naturaleza al ejercicio de la potes-
tad reglamentaria en toda su diversidad, en unos términos que favorezcan la seguridad 
jurídica, pues la indeterminación actual genera grandes incertidumbres en los operadores 
jurídicos. No parece razonable que la naturaleza de una disposición destinada a regular 
aspectos sensibles para la ciudadanía presente dudas a quien haya de aprobarla acerca 
del procedimiento que debe seguir para hacerlo, y lleve a sus destinatarios a impugnarla 
para que los tribunales de Justicia decidan si lo que se aprobó era o no un reglamento, y a 
determinar el alcance o los efectos de su invalidez.

· · ·
1 Trabajo realizado en el marco del Proyecto de Investigación PID2022-139090NB-I00, “La potestad reglam-
entaria. Concepto y régimen jurídico de los reglamentos” (POTERES), concedido en la convocatoria de 2022 
de «Proyectos de Generación de Conocimiento» de la Agencia Estatal de Investigación, financiado por 
MCIN/AEI/10.13039/501100011033/ y por “FEDER. Una manera de hacer Europa”, siendo investigadores 
principales Eduardo Gamero Casado y Manuela Mora Ruiz.
i Sobre la concepción clásica de reglamento, véase, por todos, el específico estudio acerca de esta cuestión 
de MELERO ALONSO, E.: Reglamentos y disposiciones administrativas: análisis teórico y práctico, Lex Nova, 
Valladolid, 2005, págs.71-90.
ii En particular, ha tenido una amplísima acogida en los operadores jurídicos su definición de reglamento 
como “toda norma escrita dictada por la Administración”; véase GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁN-
DEZ RODRÍGUEZ, T.R.: Curso de Derecho administrativo, 20ª ed., Civitas-Thomson-Reuters, Cizur Menor 
(Navarra), 2022, pág.211.
iii Variadas fuentes se hacen eco de estas mutaciones de la potestad reglamentaria. A título ejemplificativo, 
véanse MUÑOZ MACHADO, S.: Tratado de Derecho Administrativo y Derecho Público General, Tomo VII, “El 
Reglamento”, ediciones del BOE, Madrid, 2015; MELERO ALONSO, E.: Reglamentos…, op.cit., págs. 90 sigs.; 
DOMÉNECH PASCUAL, G.: “Los Reglamentos”, en J.M. RODRÍGUEZ DE SANTIAGO, G. DOMÉNECH PASCUAL 
Y L. ARROYO JIMÉNEZ (Coords.), Tratado de Derecho administrativo, vol.II, Marcial Pons, Madrid, 2025, 
págs. 593 sigs.
iv Así, MELERO ALONSO, E.: Reglamentos…, op.cit., págs. 204 sigs.; PONCE SOLÉ, J.: “Reglamentos y otras 
disposiciones administrativas”, en VELASCO CABALLERO, F. y DARNACULLETA GARDELLA, M. (Dirs.), Manual 
de Derecho administrativo, Marcial Pons, Madrid, págs. 400 sigs.
v Véase SANTAMARÍA PASTOR, J.A.: Fundamentos de Derecho administrativo, Editorial Centro de Estudios 
Ramón Areces, Madrid, 1988, pág.715.
vi Sobre el concepto y régimen jurídico de la potestad administrativa, véase GAMERO CASADO, E. (Dir.): La 
potestad administrativa. Concepto y alcance práctico de un criterio clave para la aplicación del Derecho 
administrativo, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021.
vii Ejemplificativo de otros autores que apuntan en la misma línea es el contundente trabajo de REBOLLO 
PUIG, M.: “Juridicidad, legalidad y reserva de ley como límites a la potestad reglamentaria del Gobierno”, 
Revista de Administración Pública, n.º 125, 1991, pp.7 ss.
viii Véase una excelente síntesis del estado de la cuestión sobre estos aspectos en LÓPEZ RAMÓN, F.: “La 
invalidez de reglamentos y planes entre la interpretación y la reforma”, Revista de Administración Pública, 
n.º 214, 2021, págs. 58 sigs.
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ACTUALIDAD NORMATIVA Y OTRAS RESOLUCIONES

SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA
Ley 4/2025, de 11 de julio, de Simplificación, Agilización y Digitalización Adminis-
trativa de Castilla La Mancha
La Ley 4/2025 establece un marco integral de simplificación administrativa en Castilla-La 
Mancha y refuerza la digitalización de los procedimientos públicos. Entre sus principales 
novedades destacan la incorporación del uso de la inteligencia artificial y la actuación 
administrativa automatizada, que permiten resolver trámites sin intervención humana 
cuando concurran garantías de trazabilidad y control. La norma impulsa el intercambio 
automático de datos entre administraciones, reduce la documentación exigible al ciuda-
dano y generaliza la declaración responsable y la comunicación previa como instrumentos 
de tramitación.

Asimismo, se regulan las entidades colaboradoras de la Administración, que podrán 
intervenir en la verificación y comprobación técnica de requisitos en procedimientos deter-
minados, con el fin de agilizar la gestión y descargar a la Administración de comprobaciones 
materiales. La Ley crea el Plan de Simplificación Administrativa, establece mecanismos de 
evaluación del impacto regulatorio y refuerza la interoperabilidad entre órganos y entida-
des del sector público autonómico, garantizando la seguridad jurídica y el mantenimiento 
de las garantías procedimentales.

Enlace a la norma

Decreto 224/2025, de 21 de octubre, de Simplificación de Disposiciones Regla-
mentarias de la Generalitat de Cataluña
El Decreto 224/2025 desarrolla el mandato de la Ley 5/2020 en materia de calidad norma-
tiva y tiene como finalidad depurar y actualizar el ordenamiento reglamentario catalán. La 
norma identifica y deroga expresamente disposiciones aprobadas entre 1977 y 2023 que 
han quedado sin vigencia material, resultan incompatibles con el marco normativo actual 
o han sido superadas por regulaciones posteriores.

Además, persigue dotar al ordenamiento reglamentario de mayor claridad y coherencia y 
reforzar la seguridad jurídica. Para ello, establece criterios para la revisión sistemática de 
la normativa y ordena la actualización del inventario de disposiciones vigentes en el Portal 
Jurídico de Cataluña, a fin de garantizar que la ciudadanía y las administraciones dispongan 
de información normativa completa y actualizada.

Asimismo, la norma se enmarca en los principios de buena administración, transparencia 
y simplificación, y contribuye a la consolidación de un marco regulatorio más accesible y 
comprensible.

Enlace a la norma

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2025-18966
https://governobert.gencat.cat/ca/transparencia/normativa-i-informacio-interes-juridic/normativa/normativa-en-tramit/pre/en-tramit/projecte-decret-simplificacio-disposicions-reglamentaries
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DESPOBLACIÓN
Ley 8/2025, de 30 de julio, del Estatuto de los Municipios Rurales de Cataluña
La Ley 8/2025 crea un marco normativo específico para los municipios rurales de Cataluña 
y refuerza su capacidad para ejercer funciones públicas en condiciones equiparables al 
resto del territorio. Junto al Mecanismo Rural de Garantía, que exige evaluar el impacto 
territorial de las políticas autonómicas con carácter previo a su aprobación, la norma intro-
duce instrumentos orientados a reforzar la autonomía local y mejorar la calidad normativa 
municipal.

Entre las novedades más destacadas, el capítulo II prevé que las diputaciones —y, en su 
caso, los consejos comarcales— presten asistencia a los municipios rurales en la elabora-
ción de ordenanzas con calidad normativa adecuada, más allá de las ordenanzas tipo, a fin 
de valorar los impactos sociales, ambientales y económicos, y reducir cargas administrati-
vas. La medida responde al elevado volumen de normativa local de baja calidad detectado 
por la doctrina y los informes del Síndic de Greuges, que desde 2016 ha señalado la necesi-
dad de mejorar el buen gobierno regulatorio municipal.

El capítulo VII incorpora mecanismos de simplificación administrativa y digitalización, 
creando un portal homogéneo para el intercambio de servicios y aplicaciones entre muni-
cipios rurales. Este sistema favorece la tramitación telemática, el intercambio de datos y 
la reducción de cargas documentales, sustituyendo la aportación de documentación por 
declaraciones responsables y modelos normalizados en los procedimientos de competen-
cia autonómica.

Asimismo, el título VI refuerza la autonomía local mediante la participación de los munici-
pios rurales en la identificación, diseño y evaluación de las políticas públicas que les afecten, 
y regula un trámite de conciliación previa para resolver conflictos entre la Generalitat y los 
municipios —o entre estos— antes de acudir a la vía contencioso-administrativa.

Enlace a la norma

INFRAESTRUCTURAS Y MOVILIDAD
Real Decreto 899/2025, de 9 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento 
General de Carreteras
El Real Decreto 899/2025 desarrolla la Ley 37/2015 y actualiza el régimen jurídico aplica-
ble a la Red de Carreteras del Estado. El Reglamento regula su planificación, proyección, 
construcción, conservación, explotación y financiación, así como las relaciones entre la 
Administración General del Estado y otros operadores en materia viaria.

La norma define con precisión las zonas de protección viaria —dominio público, servidum-
bre y afección—, determinando los usos permitidos y los requisitos para la obtención de 
autorizaciones. El Reglamento revisa el procedimiento de concesión y control de dichas 
autorizaciones, incorporando criterios uniformes para garantizar la seguridad vial, la fun-
cionalidad de la infraestructura y la preservación de la zona de dominio público.

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2025-16833
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Además, establece mecanismos de coordinación entre la Administración General del 
Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales en actuaciones que afecten a 
carreteras estatales o a su entorno, a fin de garantizar la coherencia entre los diferentes 
instrumentos de planificación.

El Reglamento incorpora disposiciones específicas sobre movilidad ciclista, integrándola 
como parte del sistema general de movilidad y estableciendo criterios para su compati-
bilidad con la infraestructura viaria estatal. También regula la señalización, las áreas de 
servicio, la ocupación de zonas colindantes y el régimen sancionador.

La norma adapta el marco reglamentario a las nuevas necesidades de movilidad, seguridad 
y gestión de la red, asegurando su funcionamiento eficaz y coordinado.

Enlace a la norma

VIVIENDA
Ley 5/2025, de 16 de diciembre, de Vivienda de Andalucía
La Ley 5/2025 establece un marco normativo integral en materia de vivienda en Andalucía, 
regulando de forma unitaria la vivienda libre y protegida, la planificación de las políticas 
públicas de vivienda, la rehabilitación, la gestión del parque público residencial y el régi-
men de inspección y sanción.

En el ámbito de la planificación y coordinación con el urbanismo, la Ley regula los instru-
mentos de planificación en materia de vivienda, incluyendo el Plan Andaluz de Vivienda y 
Suelo, los planes municipales y los planes supramunicipales de vivienda y suelo, así como 
las áreas prioritarias de vivienda. Asimismo, incorpora determinaciones específicas para la 
coordinación de la política de vivienda con el planeamiento territorial y urbanístico, en par-
ticular en relación con las reservas de suelo para vivienda protegida y los usos compatibles 
en suelos dotacionales.

La norma contiene una regulación completa del régimen jurídico de la vivienda protegida, 
abordando su objeto y destino, los sujetos destinatarios, la duración del régimen de protec-
ción, los precios máximos, el acceso y los procedimientos de selección de adjudicatarios. 
Se regulan los registros públicos municipales de demandantes de vivienda protegida, el Sis-
tema de Información de Vivienda Protegida de Andalucía, así como los procedimientos de 
promoción, calificación, adjudicación, transmisión, alquiler, cesión de uso, descalificación y 
los derechos de tanteo y retracto.

La Ley regula igualmente la colaboración público-privada en materia de vivienda, inclu-
yendo la bolsa de suelo para vivienda asequible y diversas fórmulas de cooperación para 
la promoción y gestión de vivienda protegida o asequible. Asimismo, incorpora previsiones 
específicas en materia de rehabilitación y regeneración urbana, regulando las actuaciones 
de rehabilitación, las áreas para la regeneración y renovación urbana y las medidas dirigi-
das a la eliminación de la infravivienda y el chabolismo.

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2025-20206
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Se introducen medidas relativas al buen uso y equilibrio del mercado residencial, incluyendo 
actuaciones de fomento del alquiler, medidas frente a la ocupación ilegal de viviendas, 
actuaciones dirigidas a evitar la sobreocupación y sistemas de coordinación e información 
en materia de desahucios. La Ley regula también la intermediación inmobiliaria, creando 
el Registro de Agentes Inmobiliarios Especializados del Sector Residencial de Andalucía, así 
como el régimen aplicable a los administradores de fincas de uso residencial.

En relación con la infraestructura residencial para la función social de la vivienda, se define 
el parque público de vivienda de Andalucía, se regula su financiación, gestión y fórmulas de 
acceso, y se establecen los derechos y deberes de las personas usuarias, contemplándose 
asimismo la constitución de derechos sobre suelos públicos mediante figuras como el dere-
cho de superficie o la cesión de uso.

Desde la perspectiva urbanística, la disposición final primera introduce modificaciones en 
la Ley 7/2021, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía (LISTA). En con-
creto, se modifica el artículo 61.5, relativo a la reserva de suelo para vivienda protegida, y 
el artículo 129.2, precisando el destino de los ingresos integrantes del Patrimonio Munici-
pal del Suelo.

Asimismo, se modifican determinados preceptos del Reglamento de la LISTA, aprobado 
por Decreto 550/2022. En particular, se altera el artículo 83, en materia de reserva de 
vivienda protegida, y el artículo 195.4, relativo a la garantía de urbanización, estableciendo 
dos momentos temporales para su constitución, cada uno correspondiente al cincuenta 
por ciento del importe total de la garantía.

Enlace a la norma

Orden VAU/653/2025, de 19 de junio, por la que se determinan los plazos y el 
modelo para la transmisión de datos por parte de las plataformas en línea de 
alquiler de corta duración a la Ventanilla Única Digital de Arrendamientos
La Orden VAU/653/2025 desarrolla lo previsto en el artículo 6.f) del Real Decreto 1312/2024, 
de 23 de diciembre, relativo al Registro Único de Arrendamientos y a la Ventanilla Única 
Digital de Arrendamientos. En cumplimiento de dicho precepto, las plataformas en línea 
de alquiler de corta duración deben recoger y transmitir periódicamente la información 
correspondiente a su actividad, siguiendo los plazos y el modelo establecidos reglamenta-
riamente.

La norma precisa el modelo de transmisión de datos, recogido en su Anexo, que deta-
lla la información que deben remitir las plataformas. Entre los datos exigidos figuran la 
fecha y hora de inicio y fin del período de referencia, la dirección completa de cada unidad 
ofertada, el número de huéspedes y el período temporal en el que se ha producido el 
arrendamiento, entre otros elementos necesarios para garantizar la correcta trazabilidad 
de la actividad.

Asimismo, la Orden regula el plazo y la periodicidad de la presentación. Con carácter gene-
ral, el período de referencia será mensual, coincidiendo con el mes natural. No obstante, 
para las plataformas pequeñas y microplataformas, el período de referencia será trimes-
tral, con el fin de adaptar la obligación a su menor dimensión operativa.

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2025/247/1
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La transmisión de los datos deberá efectuarse dentro de los primeros quince días naturales 
del mes siguiente a la finalización del período correspondiente, salvo que la Comisión Euro-
pea establezca un plazo diferente. La norma garantiza así un flujo de información regular 
y homogéneo que permitirá a las administraciones competentes disponer de datos fiables 
sobre los arrendamientos de corta duración y reforzar la transparencia del sector.

Enlace a la norma

ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y MEDIOAMBIENTE
Ley 9/2025, de 15 de octubre, del Paisaje de La Rioja
La Ley 9/2025 incorpora los principios del Convenio Europeo del Paisaje y establece un 
marco integral para la protección, gestión y ordenación paisajística en La Rioja. La norma 
integra la dimensión paisajística en las políticas públicas y en los instrumentos de plani-
ficación territorial, urbanística y ambiental, obligando a considerar el paisaje como un 
elemento transversal en la toma de decisiones.

El Capítulo I define los instrumentos básicos para la acción administrativa en esta materia. 
En particular, el artículo 18 regula los instrumentos de protección, ordenación y gestión 
del paisaje, entre los que destacan el Mapa del Paisaje de La Rioja, que delimita unidades 
paisajísticas y fija objetivos de calidad; los Catálogos del Paisaje, que identifican elementos 
singulares y valores a preservar; y los Estudios y directrices paisajísticas, que deben incor-
porarse a los planes territoriales y urbanísticos como determinaciones vinculantes.

Además, la Ley establece obligaciones de evaluación paisajística en proyectos y planes con 
impacto relevante, impulsa la creación del Observatorio del Paisaje como órgano de segui-
miento y divulgación, y promueve medidas educativas y de sensibilización. La cooperación 
entre administraciones y agentes sociales se configura como eje central para garantizar 
una integración efectiva de la perspectiva paisajística en la planificación pública.

Enlace a la norma

Ley 9/2025, de 3 de diciembre, de Movilidad Sostenible
La Ley 9/2025 configura un marco normativo integral para la movilidad sostenible en toda 
España. La norma reconoce la movilidad como un derecho ciudadano, y promueve un sis-
tema de transporte público, intermodal, accesible y respetuoso con el medio ambiente. 

El Título preliminar y los artículos iniciales establecen los principios básicos y definiciones, 
así como la obligación de colaboración entre las distintas Administraciones públicas para 
garantizar la movilidad en todo el territorio. 

La Ley define los instrumentos de planificación y ordenación de la movilidad: municipios, 
comunidades autónomas y centros de actividad deberán elaborar planes de movilidad 
sostenible adaptados a su escala. Así, se introducen los planes municipales de movilidad 
sostenible (PMUS), los planes autonómicos o supramunicipales, y los planes de movilidad 
para grandes centros de actividad y empresas. Además, apuesta por un modelo multimo-
dal e inclusivo, incentivando el transporte público, la movilidad activa (a pie, en bicicleta, 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-12679
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-14378
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etc.) y modos menos contaminantes, así como la integración de diferentes modos de trans-
porte: ferrocarril, carretera, transporte público, logística de mercancías, etc. 

Para mejorar la accesibilidad, la digitalización y la eficiencia del transporte, la norma obliga 
a desarrollar portales públicos de datos de transporte y movilidad, y promueve la implanta-
ción de aplicaciones de “movilidad como servicio” (MaaS), con información en tiempo real, 
venta integrada de billetes, interoperabilidad, y atención a criterios de accesibilidad para 
personas con discapacidad. 

La Ley establece un marco de financiación pública estable para apoyar la movilidad soste-
nible, mediante un fondo estatal destinado a financiar transporte público, inversiones en 
infraestructuras y proyectos de movilidad sostenible en ámbitos urbanos, metropolitanos, 
rurales e interurbanos. 

Finalmente, la norma introduce criterios de evaluación socio-ambiental en la planificación 
de infraestructuras de transporte de competencia estatal, lo que implica que las inver-
siones deberán tener en cuenta su rentabilidad social, ambiental y territorial, y no solo 
económica.

Enlace a la norma

Ley 4/2025, de 15 de diciembre, de espacios productivos para el fomento de la 
industria en Andalucía
La Ley 4/2025 establece un marco normativo integral para la ordenación, gestión y moder-
nización de los espacios productivos en Andalucía, con el objetivo de impulsar la actividad 
industrial, combatir la obsolescencia de los polígonos existentes y favorecer un modelo de 
desarrollo industrial integrado en la ciudad y alineado con los principios de sostenibilidad 
territorial.

Desde la perspectiva urbanística, reviste especial relevancia la regulación de los proyec-
tos de relocalización industrial y regeneración urbana, contemplados en los artículos 33 y 
34, que se configuran como una tipología específica de intervención orientada a facilitar 
el traslado de actividades industriales preexistentes y la recuperación de áreas urbanas 
degradadas, priorizando la reutilización y regeneración de suelos ya transformados frente 
a la creación de nuevo suelo productivo.

En estrecha conexión con lo anterior, la disposición final primera introduce una modifica-
ción de la disposición transitoria segunda de la Ley 7/2021, de impulso para la sostenibilidad 
del territorio de Andalucía (LISTA), habilitando la delimitación de Actuaciones de Trans-
formación Urbanística en suelo rústico (ATU-NU) incluso en ausencia de Plan General de 
Ordenación Municipal. Esta posibilidad queda expresamente vinculada a la ejecución de 
proyectos de relocalización industrial y regeneración urbana regulados en la propia Ley 
4/2025, reforzando así su carácter excepcional y finalista.

La norma incorpora, de este modo, un instrumento de flexibilización del régimen urbanís-
tico aplicable al suelo rústico, orientado a desbloquear actuaciones estratégicas de interés 
industrial y territorial en municipios sin planeamiento general adaptado, sin desvincularlas 
de objetivos de regeneración urbana, integración territorial y sostenibilidad. Con ello, se 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2025-24545
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amplía la capacidad de intervención pública en contextos de carencia de planeamiento, 
al tiempo que se mantiene una lógica de ordenación coherente con el modelo de ciudad 
compacta y con la lucha contra la dispersión de usos productivos.

Enlace a la norma

Decreto 189/2025, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el Plan de Ordena-
ción de los Recursos Naturales del ámbito de La Breña, las Marismas del Barbate 
y el Tómbolo de Trafalgar, se amplía el Parque Natural de la Breña y Marismas del 
Barbate y la Zona de Especial Protección para las Aves y se aprueba el Plan Rector 
de Uso y Gestión del Parque Natural de la Breña y Marismas del Barbate
El Decreto 189/2025 aprueba el Plan de Ordenación de los Recursos Naturales del ámbito 
de La Breña, las Marismas del Barbate y el Tómbolo de Trafalgar, que abarca tanto el Parque 
Natural de la Breña y Marismas del Barbate como la Zona Especial de Conservación Punta 
de Trafalgar. La iniciativa deriva del proceso de revisión de la planificación anterior, con 
el fin de adecuarla a los cambios ambientales y a las obligaciones relacionadas con la Red 
Natura 2000.

Entre sus disposiciones, se incorpora al ámbito territorial del Parque Natural la totalidad 
de la ZEC Punta de Trafalgar, salvo sus aguas exteriores, y se actualiza el límite de la Zona 
de Especial Protección para las Aves La Breña y Marismas del Barbate, con el objetivo de 
articular una gestión homogénea de los espacios protegidos que integran la zona.

Además de la ordenación territorial, el Decreto aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del 
Parque Natural, que se configura como instrumento para el establecimiento del régimen 
de usos, la regulación de actividades y la aplicación de las medidas de conservación, con-
forme a la normativa estatal y autonómica en materia de espacios naturales protegidos.

La norma sustituye y deroga los instrumentos de planificación precedentes y reúne en 
un único marco el conjunto de medidas de protección, gestión y conservación aplicables, 
integrando todas las figuras ambientales presentes en el territorio, incluidas las correspon-
dientes a la Red Natura 2000.

Enlace a la norma

Orden TED/1085/2025, de 29 de septiembre, sobre la inclusión de nuevos espacios 
en la Red Natura 2000
La Orden TED/1085/2025 aprueba la propuesta de inclusión de cinco nuevos espacios mari-
nos en la lista nacional de Lugares de Importancia Comunitaria y declara una nueva Zona 
de Especial Protección para las Aves en aguas marinas españolas, en cumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la Directiva Hábitats y de la Directiva Aves. La norma establece 
la delimitación geográfica, los valores ambientales y las características esenciales de estos 
espacios, que se incorporan formalmente al inventario de la Red Natura 2000, reforzando 
la protección de hábitats y especies de interés comunitario en el ámbito marino.

Además, la Orden actualiza los anexos correspondientes del Inventario Español del Patrimo-
nio Natural y de la Biodiversidad para integrar los nuevos espacios, ajustando cartografía, 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOJA-b-2025-90301
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2025/220/2
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códigos y referencias técnicas. Su aprobación implica que las administraciones competen-
tes deberán considerar estas delimitaciones en sus instrumentos de planificación territorial, 
ambiental y sectorial, garantizando la coherencia entre los objetivos de conservación y el 
uso sostenible del medio marino.

La relevancia de esta norma deriva de su impacto en la ordenación del territorio y en 
la gobernanza ambiental, pues la ampliación de la Red Natura 2000 exige coordinación 
entre administraciones, revisión de planes existentes y adaptación de políticas públicas 
para cumplir los objetivos de conservación establecidos a nivel europeo. Se trata de una 
actuación con efecto directo sobre la gestión del espacio marino y sobre la integración del 
criterio ambiental en la planificación estratégica.

Enlace a la norma

TRANSPARENCIA, BUEN GOBIERNO Y RESPONSABILIDAD PATRI-
MONIAL
Ley 9/2025, de 13 de noviembre, de modificación de la Ley 26/2010, de régimen 
jurídico y de procedimiento de las Administraciones públicas de Cataluña
La Ley 9/2025 actualiza la Ley 26/2010 con el objetivo de mejorar la forma en que la Admi-
nistración catalana se relaciona con la ciudadanía. La norma modifica los artículos 21, 22 y 
31, y añade los nuevos artículos 22 bis, 22 ter y 40 bis, introduciendo cambios que preten-
den facilitar el acceso a los servicios públicos y reforzar los derechos de las personas en sus 
trámites cotidianos.

Uno de los cambios más visibles es la incorporación, en el artículo 21, de la prohibición 
de exigir cita previa obligatoria para ser atendido presencialmente. Aunque la cita previa 
podrá seguir utilizándose, la Ley deja claro que no puede convertirse en una barrera para 
acceder a la Administración, de modo que la atención presencial debe estar siempre garan-
tizada.

El artículo 22 amplía el derecho a una buena administración, al exigir que la información 
y las resoluciones administrativas se comuniquen en un lenguaje claro y comprensible 
y al reforzar la idea de que la prestación de los servicios públicos debe adaptarse a las 
necesidades reales de las personas, en lugar de obligarlas a seguir procedimientos innece-
sariamente complejos.

Además, la Ley incorpora el artículo 22 bis, que reconoce el derecho de los ciudadanos 
a rectificar errores de buena fe —siempre que sean materiales o formales— sin que ello 
suponga una sanción. Esta previsión pretende reforzar la confianza en la relación con la 
Administración y evitar que simples equivocaciones deriven en consecuencias despropor-
cionadas.

El nuevo artículo 22 ter protege a las personas frente a errores administrativos cuando 
estos puedan afectar a prestaciones vinculadas a necesidades esenciales, de manera que 
los fallos propios de la Administración no repercutan negativamente sobre quienes preci-
san determinados servicios o ayudas.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-14378
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Por último, se introduce la posibilidad de que la Administración actúe de manera proactiva 
para ofrecer determinados servicios sin necesidad de que la persona inicie un procedi-
miento, siempre con su consentimiento. Con ello se pretende avanzar hacia una atención 
más cercana, personalizada y preventiva.

Enlace a la norma

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=DOGC-f-2025-90270
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ACTUALIDAD JURISPRUDENCIAL

URBANISMO
Sentencia del Tribunal Supremo 3257/2025, de 30 de junio 
La sentencia estima el recurso interpuesto frente a la valoración catastral de 21 parcelas en 
el municipio de Pájara (Fuerteventura), calificadas como suelo urbano a efectos catastrales 
pese a carecer de urbanización, servicios o transformación material.

El Tribunal Supremo declara que la naturaleza catastral del suelo no puede determinarse 
únicamente por su clasificación urbanística cuando existe una patente desconexión entre 
el planeamiento y la realidad física. En estos casos, el Catastro debe atender a la situación 
real del terreno y valorar las parcelas como suelo rústico hasta que la urbanización sea 
efectiva. La Sala retrotrae los efectos a la ponencia de valores que introdujo la calificación 
errónea.

Sentencia del Tribunal Supremo 4889/2025, de 31 de octubre
La sentencia resuelve un recurso sobre el derecho de reversión en una expropiación urba-
nística acordada por el Ayuntamiento de Málaga en 1994 para la construcción de un centro 
educativo que no llegó a ejecutarse. Tras una modificación del planeamiento en 2011, la 
parcela pasó a otros usos dotacionales (equipamiento social, viario, espacio libre) que tam-
poco se materializaron. La reversión solicitada en 2020 fue denegada al entender que el 
destino seguía siendo público.

El Tribunal Supremo considera que la modificación del uso no excluye el derecho de 
reversión cuando ni el uso inicial ni el nuevo se han ejecutado. Entiende que la normativa 
urbanística «no puede suponer un blindaje permanente e incondicionado frente al derecho 
de reversión» cuando la causa expropiandi no se ha cumplido, y aplica supletoriamente 
la Ley de Expropiación Forzosa. Concluye que, desaparecida la finalidad expropiatoria, 
procede reconocer el derecho de reversión a favor de los expropiados.

Sentencia del Tribunal Constitucional 149/2025, de 23 de septiembre
La sentencia resuelve el recurso de amparo interpuesto por la Junta de Extremadura en 
relación con la ejecución de resoluciones judiciales que ordenaban la demolición del com-
plejo turístico de “Isla de Valdecañas”, ubicado en un espacio integrado en la Red Natura 
2000. La Administración alegaba la imposibilidad material de ejecutar la demolición por su 
impacto económico y social y defendía la conservación parcial de lo construido.

El Tribunal Constitucional desestima el recurso y confirma la obligación de ejecutar ínte-
gramente las resoluciones, señalando que solo la verdadera imposibilidad material justifica 
la inejecución de una sentencia. Razones de oportunidad económica o interés local no 
pueden oponerse a la restauración de la legalidad urbanística y ambiental. La sentencia 
rechaza igualmente las alegaciones de vulneración del derecho al juez imparcial y de exceso 
de jurisdicción.
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Sentencia del Tribunal Supremo 3927/2025, de 5 de noviembre de 2025
El Tribunal Supremo fija doctrina sobre el inicio del plazo para impugnar instrumentos de 
planeamiento cuando el interesado ha recibido una notificación individual previa a la publi-
cación oficial. El Tribunal determina que el cómputo del plazo para interponer el recurso 
contencioso-administrativo comienza a partir del día siguiente a la publicación del plan en 
el diario oficial, y no desde la notificación personal.

El Supremo fundamenta esta conclusión en que la publicación es el acto que dota de plena 
eficacia jurídica al instrumento urbanístico y asegura su conocimiento general, por lo que 
no puede verse desplazada por comunicaciones singulares. Anticipar el plazo en función 
de una notificación individual generaría desigualdad entre afectados y podría restringir el 
acceso al control jurisdiccional del planeamiento.

La resolución casa la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía y 
unifica criterio, reforzando la seguridad jurídica en la impugnación de los instrumentos de 
ordenación territorial y urbanística.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha 266/2025, de 21 
de julio
La Sentencia 266/2025, del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, se pronun-
cia sobre la ejecución subsidiaria de obras de urbanización no realizadas y la devolución de 
avales vinculados a deberes urbanísticos. La promotora alegaba la caducidad de la acción 
administrativa y solicitaba la devolución de las garantías.

La Sala declara que la ejecución subsidiaria de las obras no está sometida a un plazo de 
caducidad mientras subsista el incumplimiento del deber urbanístico, y que la finalidad de 
los avales es garantizar la efectividad de dichas obligaciones. En consecuencia, la devolu-
ción de las garantías solo procede cuando se acredite la completa ejecución de las obras o 
el cumplimiento de las obligaciones garantizadas.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria 278/2025, de 2 de sep-
tiembre
La Sentencia 278/2025 del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria estima parcialmente 
el recurso relativo a la tramitación del Plan Especial de Suelo Rústico de Comillas. La Sala 
declara que la Administración autonómica debe emitir el certificado acreditativo del acto 
presunto de aprobación del plan y proceder a su publicación oficial en el Boletín Oficial de 
Cantabria.

El Tribunal recuerda que, cuando concurren los requisitos legales, el silencio administrativo 
positivo produce plenos efectos y que la falta de resolución expresa no puede impedir la 
eficacia del acto presunto.
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Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana 492/2025, 
de 30 de septiembre
La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comuni-
dad Valenciana desestima el recurso interpuesto por la Asociación Ciudadana per L’Horta 
contra la resolución que aprobó definitivamente el Plan Especial de la Zona de Actividades 
Logísticas (ZAL) del Puerto de Valencia. La parte recurrente invocaba defectos en la evalua-
ción ambiental estratégica y en la participación pública.

El Tribunal considera que el procedimiento se desarrolló conforme a la normativa urba-
nística y ambiental, que la documentación ambiental era suficiente y que las consultas e 
informes sectoriales se realizaron adecuadamente. En consecuencia, confirma la validez 
del plan especial.

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias 000316/2025, de 3 de octu-
bre
La resolución estima el recurso de apelación interpuesto en relación con la implantación de 
vivienda vacacional y declara que la prohibición urbanística previa a la normativa sectorial 
autonómica no resulta aplicable a esta actividad cuando, en el momento de aprobación del 
planeamiento municipal, la vivienda vacacional no estaba configurada jurídicamente como 
uso turístico.

El Tribunal concluye que no cabe aplicar retroactivamente dicha calificación a instrumen-
tos urbanísticos anteriores a 2015 —año en el que la regulación autonómica introdujo 
esta figura— de modo que la prohibición urbanística previa no puede proyectarse sobre 
la actividad en un contexto normativo en el que aún no se encontraba sometida a dicha 
restricción.

SOSTENIBILIDAD Y MEDIO AMBIENTE
Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, de 14 de octubre de 
2025
El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León confirma la decisión del Ayuntamiento 
de Renedo de Esgueva (Valladolid) de denegar la autorización para la instalación de dos 
parques fotovoltaicos en su término municipal. La Sala considera que los proyectos no 
acreditaban un interés público prevalente suficiente para justificar su implantación en el 
suelo afectado, de acuerdo con la normativa autonómica de ordenación del territorio y 
medio ambiente.

El Tribunal destaca que la implantación de instalaciones de energías renovables debe 
someterse a los instrumentos de planificación territorial y ambiental vigentes y que la com-
petencia municipal para ordenar el territorio permite valorar la compatibilidad de estos 
proyectos con el uso del suelo y los valores ambientales existentes.
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FISCALIDAD
Sentencia del Tribunal Supremo 4280/2025, de 1 de octubre 
La sentencia resuelve el recurso interpuesto por Red Eléctrica de España contra la orde-
nanza fiscal del Ayuntamiento de Aranjuez sobre la tasa por aprovechamiento especial del 
dominio público local en relación con redes de transporte eléctrico. El debate se centraba 
en la metodología empleada para cuantificar la tasa y en la posible asimilación del aprove-
chamiento especial al uso privativo del dominio público.

El Tribunal Supremo declara que la cuantificación de la tasa debe ajustarse a los criterios 
previstos en la legislación estatal y que no cabe utilizar fórmulas propias del uso privativo 
para gravar el aprovechamiento especial. La Sala anula parcialmente la ordenanza en lo 
relativo a la base de cálculo empleada, manteniendo el resto de su contenido.

SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA
Sentencia del Tribunal Supremo de 29 de septiembre de 2025 
La sentencia se pronuncia sobre la validez del Real Decreto 893/2024, de 10 de septiembre, 
en relación con los límites de la potestad reglamentaria del Gobierno. El Tribunal Supremo 
declara la nulidad parcial del reglamento por exceder la habilitación legal conferida, al 
introducir regulaciones que no encuentran cobertura suficiente en la ley.

La Sala recuerda que los reglamentos deben actuar como normas de desarrollo y no pueden 
modificar, ampliar o restringir el contenido de las leyes ni desplazar el núcleo esencial de 
la regulación hacia el ámbito reglamentario. Asimismo, precisa que la nulidad de pleno 
derecho de un acto administrativo no impide su eficacia mientras no sea impugnado, lo 
que exige la reacción del interesado para evitar la consolidación de situaciones contrarias 
al ordenamiento.

Sentencia del Tribunal Supremo 4366/2025, de 8 de octubre
La Sentencia 4366/2025 resuelve un litigio planteado frente a la negativa de la Dirección 
General del Catastro a tramitar directamente una solicitud de corrección de datos catas-
trales, remitiendo al interesado al ayuntamiento correspondiente.

El Tribunal Supremo declara que el Catastro está obligado a corregir errores o inexactitu-
des en la descripción de los inmuebles cuando estos se acrediten, actuando de oficio o a 
instancia de parte, y que no puede supeditar dicha corrección a una intervención municipal 
previa. La Sala subraya que el Catastro debe reflejar de forma fiel la realidad física y jurídica 
de los bienes inmuebles y que la coordinación entre administraciones no puede trasladar al 
ciudadano trámites adicionales innecesarios.
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ACTUALIDAD DOCTRINAL

NARVÁEZ BAENA, I., La constitución de la ciudad como bien común. Principios jurí-
dicos para una teoría de lo urbano, Atelier, 2025.
La obra de Ildefonso Narváez Baena propone una reflexión profunda sobre la ciudad con-
temporánea entendida como un bien común, en la que lo urbano se concibe no solo como 
un espacio físico, sino como el resultado dinámico de relaciones sociales, decisiones polí-
ticas y tensiones económicas. El autor describe cómo la financiarización, la desigualdad 
urbana y la pérdida de función social de la ciudad han transformado de manera sustancial 
la experiencia de habitar, erosionando la cohesión comunitaria y los principios que históri-
camente estructuran la vida urbana.

Desde esta perspectiva crítica, el autor defiende la necesidad de un marco jurídico que 
proteja la ciudad como bien común, asentado en principios como la justicia espacial, la par-
ticipación real y efectiva, la corresponsabilidad y la buena administración. El texto combina 
teoría, análisis jurídico y mirada ética, destacando que el Derecho no solo regula el espacio 
urbano, sino que también puede garantizar entornos más justos, sostenibles y habitables. 
Se trata de una obra accesible y sugerente, que interpela a juristas y agentes urbanos y que 
invita a repensar el papel del Derecho en la construcción de ciudades más humanas.

ANTÚNEZ SÁNCHEZ, A., “12 criterios jurisprudenciales para la determinación del 
daño moral causado por la Administración pública”, Revista Andaluza de Adminis-
tración Pública, nº 119, 2025.
En este trabajo, la profesora Adriana Antúnez Sánchez aborda una de las áreas más comple-
jas de la responsabilidad patrimonial: la identificación y valoración del daño moral causado 
por la Administración pública. Se trata de un ámbito donde la ausencia de un concepto 
legal definido y el marcado componente subjetivo del perjuicio obligan a los tribunales a 
realizar un intenso esfuerzo interpretativo. 

A partir de un examen sistemático de la jurisprudencia más relevante, la autora identifica y 
ordena doce criterios utilizados por los órganos jurisdiccionales para fundamentar el reco-
nocimiento del daño moral. Esta sistematización —novedosa y metodológicamente muy 
sólida— permite comprender cómo valoran los tribunales aspectos como la vulneración de 
derechos fundamentales, la gravedad objetiva del sufrimiento ocasionado, la existencia de 
un trato degradante, la intensidad de la indefensión padecida o la trascendencia personal 
y familiar del perjuicio.

El artículo pone de relieve que la determinación del daño moral exige una motivación judi-
cial especialmente cuidadosa, en la que no basta constatar la incomodidad o el malestar 
subjetivo del administrado: debe acreditarse un quebrantamiento relevante de su esfera 
personal, unido a una relación causal directa con la actuación administrativa. En este 
sentido, la autora evidencia cómo los tribunales han ido consolidando una doctrina progre-
sivamente más fina y estructurada, que contribuye a reforzar la seguridad jurídica en un 
territorio tradicionalmente difuso.
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Además de ofrecer una clasificación útil para la práctica profesional, el trabajo invita a 
reflexionar sobre el propio sentido del daño moral en la responsabilidad patrimonial y 
sobre los límites del control jurisdiccional frente a comportamientos administrativos que, 
aun sin producir un perjuicio económico, afectan de forma sustancial a la dignidad, tranqui-
lidad o estabilidad personal de los ciudadanos.

El resultado es un estudio de lectura imprescindible, que combina precisión técnica, pro-
fundidad analítica y sensibilidad jurídica, y que aporta una herramienta de notable valor 
tanto para operadores jurídicos como para la doctrina especializada.

CALVARA, R., “La diffusione degli strumenti di intelligenza artificiale nell’attività 
provvedimentale della pubblica amministrazione spagnola”, Istituzioni del Fede-
ralismo, nº 2, 2025.
El artículo de Riccardo Calvara se centra en la difusión y el impacto de los instrumentos de 
inteligencia artificial (IA) en la actividad decisoria de la administración pública española. A 
través de un enfoque comparado y sistemático, el autor analiza cómo la normativa espa-
ñola sobre procedimiento administrativo (fundamentalmente las Leyes 39/2015 y 40/2015) 
ofrece el marco de referencia para evaluar la introducción de sistemas automatizados o 
semi-automatizados en el derecho público. 

El autor explica que la incorporación de herramientas de IA en los actos administrativos 
—ya sea en la fase de instrucción, selección de datos o propuesta de resolución— plan-
tea retos jurídicos sustanciales: el principio de legalidad, la transparencia, la tutela de los 
derechos fundamentales y la garantía del control humano. El artículo examina los riesgos 
de que los algoritmos operen con escasa supervisión, generando decisiones que pueden 
carecer de explicabilidad o de vía de recurso adecuada. 

El autor dedica especial atención a la necesidad de articular mecanismos de gobernanza 
de la IA que aseguren que la administración no pierda su carácter humano-responsable. En 
este sentido, propone criterios para evaluar en concreto el empleo de la IA en la provisión 
del acto administrativo, atendiendo al nivel de riesgo, la categoría del sistema, la incidencia 
sobre derechos y la posibilidad de intervención del decisor público.

Para el ámbito del Derecho Administrativo y de la transformación digital de la Administra-
ción, este trabajo representa una lectura esencial. No solo documenta la realidad española 
en la materia, sino que aporta orientación normativa y doctrinal para quienes tienen la 
tarea de diseñar, implementar o controlar sistemas de IA en órganos públicos.

CONDE ANTEQUERA, J., “La regulación y gestión de los residuos. Un debate actual”, 
Cuadernos de Derecho Regulatorio, vol. 3, 2025.
El trabajo del profesor Jesús Conde Antequera se adentra en uno de los ámbitos más 
dinámicos –y a la vez más tensionados– del Derecho administrativo contemporáneo: la 
regulación y gestión de los residuos. Lejos de limitarse a una exposición descriptiva, el 
autor traza un mapa crítico del sistema vigente y de las fisuras que hoy condicionan su 
funcionamiento, incorporando una mirada jurídica que conecta técnica normativa, política 
ambiental y economía circular.
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El estudio parte de una constatación clara: el marco jurídico de los residuos se ha vuelto 
insuficiente para responder a los desafíos que plantean la innovación tecnológica, la valo-
rización de materiales y la creciente exigencia de sostenibilidad. Esta premisa permite al 
autor mostrar cómo categorías tradicionales —como la distinción formal entre residuo, 
subproducto o fin de condición de residuo— están perdiendo utilidad operativa en un 
escenario donde lo decisivo ya no es el origen del material, sino lo que la sociedad puede 
hacer con él.

Desde esta perspectiva, el artículo examina con precisión los elementos que hoy tensionan 
el sistema: la debilidad conceptual del núcleo definitorio del residuo, la diversidad de regí-
menes aplicables (servicio público, actividad económica de interés general, obligaciones 
del productor), la complejidad competencial y el impacto de los nuevos objetivos climáti-
cos en la planificación pública. El autor pone especial cuidado en explicar cómo la actual 
arquitectura normativa, concebida para un modelo lineal de producción y descarte, se ve 
superada por una economía circular que exige priorizar objetivos —prevención, reutiliza-
ción, recuperación de recursos— antes que clasificaciones rígidas.

El trabajo destaca, además, el cambio de paradigma que se está produciendo: la gestión de 
residuos ya no puede entenderse exclusivamente como servicio público local, sino como 
un sector económico regulado de alcance estratégico. Esta mutación obliga a repensar 
principios, procedimientos e instrumentos jurídicos, desde las autorizaciones y el control 
administrativo hasta la responsabilidad ampliada del productor y la fiscalidad ambiental.

El resultado es una aportación que, sin renunciar al rigor, consigue iluminar un debate 
actual y complejo. El análisis invita a reconsiderar los cimientos del sistema y plantea, con 
elegancia académica, la necesidad de un Derecho de residuos más coherente, funcional y 
alineado con los objetivos de sostenibilidad que hoy guían la acción pública. Una lectura 
imprescindible para quienes trabajan en la intersección entre Derecho administrativo, polí-
ticas ambientales y regulación económica.

GAMERO-CASADO, E., “Ejercicio de potestades administrativas y relaciones de 
puestos de trabajo en el empleo público (RPTs)”, Documentación Administrativa, 
nº 14, 2025.
En este trabajo, el profesor Eduardo Gamero-Casado analiza la relación estructural entre 
el ejercicio de potestades administrativas y la configuración de las relaciones de puestos 
de trabajo (RPTs), destacando cómo la naturaleza jurídica de las funciones condiciona la 
correcta clasificación de los puestos en la Administración pública.

El estudio examina el marco normativo aplicable —art. 9.2 del TREBEP y art. 92 LBRL— y 
revisa la jurisprudencia reciente que ha anulado RPTs cuando atribuían a personal laboral 
o a entidades privadas funciones reservadas a funcionarios. A partir de este análisis, el 
autor evidencia la necesidad de criterios más uniformes en la delimitación entre funciones 
técnicas y funciones que comportan ejercicio directo o indirecto de potestad, subrayando 
que esta distinción debe reflejarse de forma coherente en los instrumentos de ordenación 
del empleo público.
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La aportación destaca por ofrecer una propuesta interpretativa orientada a reforzar la 
seguridad jurídica y a asegurar que la estructura de las RPTs responda adecuadamente a 
las exigencias constitucionales vinculadas al ejercicio del poder público. Se trata de una 
contribución de indudable relevancia para la gestión de recursos humanos y para quienes 
trabajan en la articulación de modelos organizativos en las administraciones públicas.

GARDINI, G., “L’uso preparatorio dell’AI come limite agli eccessi regolativi. Per una 
valutazione “in concreto” dell’intelligenza artificiale applicata all’agire pubblico”, 
Istituzioni del Federalismo, nº 2, 2025.
El artículo del profesor Gianluca Gardini ofrece una reflexión densa y rigurosa sobre las 
implicaciones jurídicas del uso de la inteligencia artificial (IA) en el ámbito de la admini-
stración pública, con particular atención a su dimensión normativa y procedimental. El 
autor plantea como hilo conductor la tesis de que el uso «preparatorio» de la IA —es decir, 
aquella destinada a tareas de apoyo, análisis o predicción dentro del procedimiento admi-
nistrativo— representa un límite significativo para los riesgos regulatorios que podrían 
derivarse de una automatización excesiva.

El profesor Gardini estructura su análisis en varias secciones, comenzando por una revisión 
crítica del debate regulatorio sobre la IA en el contexto europeo, marcado por la adopción 
del Reglamento (UE) 2024/1689 (AI Act) y las directrices conexas. 

A continuación, plantea la disyuntiva entre considerar la IA como tecnología sustitutiva o 
como instrumento subalterno al decisor humano, señalando que una visión puramente 
reemplazante entraña riesgos sustanciales para el Estado de Derecho. 

El autor enfatiza que la IA no puede desplazar el papel del funcionario público responsable, 
lo cual queda evidenciado en la regulación vigente que exige supervisión humana de los 
sistemas de alto riesgo. 

En una de las secciones clave, titulada «L’uso preparatorio dell’AI come limite agli eccessi 
regolativi», Gardini sostiene que el verdadero punto de inflexión no está tanto en prohibir 
o permitir la IA en abstracto, sino en diferenciar su uso conforme al riesgo, al impacto en 
los derechos de las personas y al grado de autonomía que se le conceda. En ese sentido, 
el empleo de la IA en tareas endoprocedimentales —como predicción, selección de datos, 
análisis de patrones— se ubica fuera del régimen más estricto del AI Act, por lo que exige 
una atención normativa distinta (y muchas veces más flexible) que aquella que se reserva 
a las decisiones automatizadas con efectos jurídicos externos. 

Finalmente, el artículo dedica un análisis particular al proyecto «SAVIA» —sandbox 
normativa de la Región de Emilia-Romagna— como caso empírico de aplicación de IA en 
la administración pública. Este ejemplo constituye una herramienta para demostrar la 
viabilidad de una IA auxiliar al decisor público, compatible con el principio de responsabilidad 
humana y el procedimiento administrativo clásico. 

Para el ámbito del Derecho Público, la administración electrónica y la gobernanza tecnoló-
gica, este trabajo resulta especialmente relevante porque propone un marco de evaluación 
—no solo teórico— que permite orientar la regulación y la práctica administrativa hacia un 
uso de la IA que fortalezca (y no debilite) los fundamentos del procedimiento administrativo, 
la transparencia, la rendición de cuentas y la protección de los derechos fundamentales.
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MINGUET MEDINA, J., “La vivienda emancipadora. Una utopía secular, operativa y 
multidireccional”, Astrágalo, nº 38, 2025, pp. 9-62.
El artículo del profesor Jorge Minguet Medina examina la transformación del habitar con-
temporáneo y propone la noción de “vivienda emancipadora” como horizonte conceptual 
para abordar la crisis habitacional desde una perspectiva multidisciplinar. El autor denuncia 
la progresiva mercantilización de la vivienda y cómo su conversión en activo financiero ha 
debilitado su función social, dificultando el acceso efectivo a un derecho constitucional.

La contribución se articula en torno a tres ejes: el análisis estructural de la crisis de la vivienda 
(accesibilidad, desigualdad y valorización del suelo), la construcción teórica del concepto 
de vivienda emancipadora —que combina derecho, diseño arquitectónico, comunidad y 
función social— y la identificación de vías operativas para materializarla mediante políticas 
públicas, autogestión, cooperativas y modelos alternativos de gobernanza del hábitat. Se 
trata de un estudio que interpela directamente al ámbito jurídico del urbanismo y de la 
vivienda, ofreciendo una reflexión innovadora sobre cómo articular un marco normativo 
orientado a la dignidad del habitar.

NÚÑEZ LOZANO, M. del C., “Pluralidad de recursos administrativos y suspensión 
del plazo para resolver y notificar: el art. 120 de la Ley 39/2015”, Revista de Admi-
nistración Pública, nº 227, 2025.
En su contribución al número 227 de la Revista de Administración Pública, María del Carmen 
Núñez Lozano examina con notable rigor una de las previsiones menos estudiadas de la 
Ley 39/2015: el artículo 120, dedicado a la suspensión del plazo para resolver y notificar 
cuando concurren una pluralidad de recursos administrativos respecto de un mismo acto 
y, simultáneamente, la interposición de un recurso contencioso-administrativo.

La autora desarrolla un análisis sistemático especialmente valioso, en el que aborda los 
antecedentes de la norma, su relación con los mecanismos generales de suspensión del 
artículo 22.1.g) y su ubicación en la arquitectura del procedimiento administrativo común. 
A partir de ahí, disecciona los elementos nucleares del precepto: los supuestos en los que 
resulta aplicable, la delimitación del presupuesto de hecho que justifica la suspensión, la 
naturaleza y alcance del acuerdo administrativo que la declara y las consecuencias que 
derivan de su levantamiento.

Particular interés revierte la identificación de los problemas interpretativos que plantea la 
práctica administrativa. La profesora Núñez Lozano señala, entre otros aspectos, la inde-
terminación sobre el momento exacto que activa la suspensión cuando existe recurso 
contencioso-administrativo, la ausencia de un criterio legal claro respecto de qué debe 
entenderse por “pluralidad” de recursos, o las dificultades para articular un control eficaz 
del acuerdo de suspensión por parte de los interesados.

El resultado es un estudio meticuloso y especialmente útil para quienes aplican o estudian 
el procedimiento administrativo. La autora ilumina con claridad un ámbito donde conflu-
yen la tutela judicial, la eficacia del procedimiento y las garantías de los administrados, 
ofreciendo una reflexión doctrinal que contribuye de manera sustantiva a la interpretación 
coherente y técnicamente fundada de la Ley 39/2015.
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ROSA JIMÉNEZ, C.; NEBOT GÓMEZ-DE SALAZAR, N.; CONEJO-ARRABAL, F.; GAUSA 
NAVARRO, M., “Contribución de la actividad de la planta baja a la turistificación de 
espacios públicos. El Centro Histórico de Génova como caso de estudio”, Ciudades, 
nº 28, 2025.
Este artículo presenta una investigación rigurosa sobre la relación entre los usos de planta 
baja (comerciales, restauración, franquicias) y la turistificación de los espacios públicos, 
aplicada al centro histórico de Génova (Italia). 

Los autores desarrollan una metodología innovadora basada en indicadores que analizan 
conjuntamente la gentrificación comercial y la privatización del espacio público mediante 
la actividad en planta baja. 

En su estudio, se identifican cuatro ejes urbanos en Génova que concentran una alta inten-
sidad de usos de planta baja asociados al turismo y a la transformación del espacio público. 
La muestra abarca setenta y dos espacios públicos, y los resultados ponen de manifiesto la 
estrecha vinculación entre la actividad comercial/restaurativa de planta baja, la prolifera-
ción de franquicias, la ocupación de terrazas y expositores en el espacio público y el fuerte 
incremento del turismo de cruceros. 

Los autores subrayan que este tipo de dinámicas urbanas no sólo afectan al comercio tra-
dicional, sino que modifican la condición del espacio público como ámbito de convivencia 
y ciudadanos: cuando la planta baja se convierte predominantemente en uso turístico/
comercial, se transforman también los vínculos sociales y la accesibilidad de los residentes 
al espacio urbano. En este sentido, el artículo aporta evidencias empíricas que invitan a 
reflexionar sobre cómo las políticas de ordenación urbana, las regulaciones de planta baja 
y las medidas de control del uso del espacio público pueden contribuir a mitigar efectos 
negativos de la turistificación.

Para el ámbito del urbanismo y del derecho del territorio, este trabajo resulta de gran 
relevancia: ofrece un marco cuantitativo (indicadores) que puede replicarse en otros con-
textos urbanos, y calza con los debates sobre gobernanza urbana, la protección del espacio 
público y el papel de las administraciones locales frente al turismo urbano y la transforma-
ción comercial.

En suma, esta contribución representa una lectura imprescindible para quienes trabajan 
en la intersección del urbanismo, la regulación del suelo y la gobernanza de las ciudades 
históricas frente a la presión turística.

SEDEÑO LÓPEZ, J. F., “La financiación de los servicios públicos locales en munici-
pios despoblados y la revisión del sistema de participación de las entidades locales 
en los tributos del Estado y de las comunidades autónomas”, Crónica Tributaria, nº 
196, 2025, pp. 145-167.
El artículo del profesor  Sedeño López aborda con rigor y actualidad la difícil ecuación de la 
financiación de los servicios públicos locales en los municipios despoblados, al tiempo que 
analiza críticamente el sistema de participación de las entidades locales en los tributos del 
Estado y de las comunidades autónomas. En su estudio, el autor pone de relieve cómo el 
descenso demográfico y la dispersión territorial inciden directamente en los costes unita-
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rios de prestación de servicios, modificando la ecuación financiera habitual y planteando la 
necesidad de mecanismos adaptados a la realidad municipal.

El análisis se estructura en dos bloques principales. En el primero, se describe la situación 
de los municipios afectados por la despoblación, identificando los principales factores que 
generan desequilibrios: menor base imponible, mayor coste relativo de servicios esencia-
les y menor capacidad de financiación propia. En el segundo bloque, Sedeño examina el 
régimen de participación local en tributos —tanto del Estado como autonómicos— y pro-
pone su revisión para adaptarlo a los nuevos retos territoriales: mayor equidad financiera, 
incentivos al mantenimiento de servicios en áreas de baja densidad y mecanismos com-
pensatorios adaptados a la dispersión.

Entre las conclusiones, destaca la necesidad de avanzar hacia un modelo de financiación 
local que combine: (a) dotaciones específicas para municipios con pérdida demográfica, (b) 
revisión de la fórmula de participación en tributos para garantizar estabilidad financiera, y 
(c) refuerzo de la cooperación interadministrativa para compartir costes en ámbitos fun-
cionales supramunicipales. Estas propuestas resultan especialmente relevantes para las 
políticas de cohesión territorial y para las administraciones públicas que desean asegurar 
la sostenibilidad financiera del servicio público en entornos rurales.

En definitiva, esta contribución ofrece una lectura profunda y oportuna de un tema clave 
para la gobernanza local en España y constituye una referencia útil tanto para académicos 
como para responsables públicos interesados en los desafíos que plantea la despoblación 
y la financiación del gobierno local.

TUBERTINI, C., Le prospettive della cooperazione verticale tra Stato, Regioni ed 
enti locali , alle soglie dell’autonomia regionale differenziata, CERIDAP, 12 noviem-
bre 2025.
En esta obra de Claudia Tubertini se aborda con agudeza una cuestión decisiva para la gober-
nanza actual: la cooperación vertical entre Estado, Regiones y Enti Locali en el momento en 
que se abre camino hacia un modelo de autonomía regional diferenciada. 

La autora estructura su análisis en cuatro secciones que invitan a una reflexión profunda: (1) 
la cooperación como diálogo entre instituciones, una elección indispensable para sostener 
la legitimidad democrática del sistema; (2) la flexibilidad propia del “método cooperativo”, 
con sus virtudes —capacidad de adaptación, apertura al territorio— y sus límites —riesgo 
de indefinición, de dispersión de responsabilidades—; (3) la cuestión de las sedes de repre-
sentación de las autonomías, que plantea interrogantes sobre los espacios institucionales 
adecuados para garantizar participación efectiva; (4) las perspectivas de la cooperación en 
el marco del regionalismo diferenciado, un momento de inflexión en el que el diseño de 
relaciones interinstitucionales requiere nuevos instrumentos de coordinación, rendición 
de cuentas y corresponsabilidad. 

Tubertini invita al lector a contemplar la descentralización no simplemente como trans-
ferencia de competencias, sino como una oportunidad para tejer una red de relaciones 
institucionales más fluida, efectiva y democrática. En su visión, el reto no es solo quién 
hace qué, sino cómo lo hacemos juntos: el “cómo” se convierte en clave para que la auto-
nomía territorial realmente aporte valor a la ciudadanía.
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A lo largo de su obra, la autora combina rigor jurídico-institucional con sensibilidad por la 
realidad de los territorios: analiza cómo la cooperación eficaz puede contribuir a la cohe-
sión, la proximidad de los servicios públicos y la construcción de un gobierno multinivel que 
no sea paso hacia la fragmentación, sino vehículo de integración.

Este texto es imprescindible para quienes participan o asesoran en los procesos de organi-
zación territorial, gobierno local o reforma institucional. No solo por su contenido técnico, 
sino porque ofrece una mirada con visión de futuro sobre los desafíos y las posibilidades 
que presenta un sistema institucional en transformación. En definitiva: un motivo más que 
claro para sumergirse en su lectura.

ÁLVAREZ GONZÁLEZ, E. M., “El patrimonio subacuático”, en Cuarenta años de la 
Ley del Patrimonio Histórico Español, M.ª R. Alonso Ibáñez, C. Barrero Rodríguez y 
J. García Fernández (dirs.), Atelier, 2025, pp. 371-390.
El trabajo de Elsa Marina Álvarez González aborda el régimen jurídico del patrimonio suba-
cuático en el ordenamiento español, tomando como referencia la Ley 16/1985, de 25 de 
junio, del Patrimonio Histórico Español, en el contexto de su cuarenta aniversario. El capí-
tulo se integra en el ámbito del Derecho del Patrimonio Cultural y se centra en el análisis 
de los elementos normativos que configuran la protección de estos bienes.

El estudio examina el encuadre del patrimonio subacuático dentro del sistema general de 
tutela del patrimonio histórico, atendiendo a su naturaleza jurídica y a las particularida-
des derivadas de su localización en el medio subacuático. Asimismo, se analiza el reparto 
competencial existente en esta materia, con referencia a la intervención del Estado, las 
comunidades autónomas y las entidades locales.

El capítulo dedica atención a las principales figuras de protección previstas en el orde-
namiento jurídico, en particular a las zonas arqueológicas subacuáticas, así como a otros 
instrumentos de tutela. Se analizan igualmente las cartas arqueológicas subacuáticas, 
consideradas desde la perspectiva de su función como instrumentos de identificación, pla-
nificación y gestión administrativa del patrimonio subacuático.

El trabajo se completa con referencias a la normativa aplicable y a la bibliografía especia-
lizada, ofreciendo una exposición sistemática del marco jurídico vigente en relación con la 
protección del patrimonio subacuático en España.

Monográfico 40 años de la Ley de Bases de Régimen Local, Cuadernos de Derecho 
Local, nº 68, 2025.
El número 68 de Cuadernos de Derecho Local constituye una aportación particularmente 
valiosa para quienes trabajan y reflexionan sobre el derecho y la práctica del gobierno 
local. Este monográfico, en el que participan numerosos miembros del i-ingot, ofrece un 
recorrido intelectual de gran calidad sobre algunos de los pilares que definen la autonomía 
local desde la LBRL y su proyección en los actuales desafíos institucionales.

El volumen se abre con el estudio de la profesora Montoya Martín, que traza un análisis 
riguroso de los 40 años de prestación de los servicios públicos locales en nuestro ordena-
miento. Su contribución permite comprender, con precisión técnica y perspectiva histórica, 
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cómo los municipios han ido configurando su actividad prestacional en un contexto mar-
cado por tensiones financieras, reformas normativas sucesivas y crecientes exigencias 
ciudadanas. Un trabajo imprescindible para entender hasta qué punto la efectividad de los 
servicios locales es también un indicador de la calidad democrática del régimen local.

A continuación, la profesora Carbonell Porras ofrece un examen detallado del funcio-
namiento del pleno y de la adopción de acuerdos, abordando aspectos esenciales de la 
arquitectura democrática municipal. Su estudio ilumina cuestiones que afectan directa-
mente a la operatividad del órgano representativo por excelencia: el papel del debate, 
la dinámica de mayorías y minorías, y las garantías del proceso decisorio. Una reflexión 
particularmente útil para quienes participan en la vida institucional local o asesoran su 
funcionamiento.

El trabajo de la profesora de la Torre Martínez profundiza en la constitución de las corpo-
raciones locales y el estatuto de sus miembros, desgranando con claridad y solvencia los 
elementos que articulan la legitimidad representativa: la toma de posesión, los derechos 
y deberes de los cargos electos, los supuestos de incompatibilidad o responsabilidad. Su 
aportación revela la importancia de cuidar la dimensión institucional del mandato local, 
fundamento del buen gobierno municipal.

Por último, la profesora Barrero Rodríguez plantea una reflexión de gran calado sobre el 
papel de los gobiernos locales intermedios y su regulación en la LBRL. Su análisis permite 
entender las razones, tensiones y límites de unas instituciones —como las diputaciones 
provinciales— que siguen ocupando un espacio controvertido en la organización territorial 
del Estado. Su estudio invita a reconsiderar su función desde parámetros de eficiencia, 
proximidad y equilibrio territorial.

El conjunto del monográfico ofrece una visión técnica, coherente y profundamente 
sugerente del régimen local español. La participación de numerosos miembros de I-INGOT 
subraya la relevancia doctrinal del volumen y convierte su lectura en una oportunidad 
única para comprender, con rigor y profundidad, las claves jurídicas que han modelado 
cuarenta años de gobierno local. Un número llamado a convertirse en referencia obligada 
para quienes desean pensar el presente —y el futuro— del municipalismo en España.
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ACTUALIDAD DE PRENSA

ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, URBANISMO Y VIVIENDA
Duración limitada de las Entidades Urbanísticas de Conservación (EUC) según la 
LISTA
El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (TSJA) ha dictado una sentencia que introduce 
un criterio relevante sobre la naturaleza temporal de las Entidades Urbanísticas de Conser-
vación (EUC), estableciendo que su constitución no puede ser indefinida, sino limitada en 
el tiempo. 

El fallo, que se apoya en la Ley 7/2021, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio 
de Andalucía (LISTA) y en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, señala que el deber de 
conservación subsiste únicamente mientras persista la causa que lo motiva. Esta interpre-
tación corrige la práctica habitual de mantener las EUC sine die y refuerza la obligación 
de los municipios de asumir la gestión y el mantenimiento de las urbanizaciones una vez 
cumplidos los plazos previstos.

La sentencia marca un punto de inflexión en la aplicación práctica de la LISTA y en la deli-
mitación de responsabilidades entre Administración y propietarios, al tiempo que incide en 
la configuración del modelo andaluz de sostenibilidad urbanística.

Más información en: 

•	 Revés judicial para el Ayuntamiento de Málaga: una sentencia lo aboca a mantener 
zonas verdes públicas que costean los vecinos

•	 La sentencia de las zonas verdes contra el Ayuntamiento beneficiará a más de 60 
grandes comunidades de propietarios en Málaga

Revisión del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (POTA) y aprobación 
ambiental del Plan de la Costa
La Dirección General de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Agenda Urbana ha some-
tido a información pública la versión preliminar de la revisión del Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía (POTA), acompañada de su estudio ambiental estratégico y del pro-
yecto de Decreto que regulará su aprobación definitiva. Esta actualización responde a la 
necesidad de adaptar el planeamiento regional a los nuevos retos económicos, sociales y 
medioambientales de la comunidad, en coherencia con la Ley 7/2021, de Impulso para la 
Sostenibilidad del Territorio de Andalucía (LISTA) y los objetivos europeos de desarrollo 
sostenible.

El nuevo POTA se concibe como un instrumento marco que orienta la ordenación territorial 
de Andalucía bajo criterios de equilibrio, cohesión y resiliencia, reforzando la integración 
de políticas públicas en materia de vivienda, infraestructuras, energía, medio ambiente 
y paisaje. Entre sus principales líneas estratégicas destacan la cohesión territorial entre 
espacios urbanos y rurales, la protección de suelos de alto valor agrícola y ambiental, la 
mitigación del cambio climático, la movilidad sostenible y el aprovechamiento racional del 
suelo.

https://www.diariosur.es/malaga-capital/gran-reves-judicial-ayuntamiento-malaga-sentencia-aboca-20251015112409-nt.html
https://www.diariosur.es/malaga-capital/gran-reves-judicial-ayuntamiento-malaga-sentencia-aboca-20251015112409-nt.html
https://www.diariosur.es/malaga-capital/grandes-comunidades-propietarios-malaga-podran-dejar-mantener-20251016115004-nt.html
https://www.diariosur.es/malaga-capital/grandes-comunidades-propietarios-malaga-podran-dejar-mantener-20251016115004-nt.html
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Paralelamente, se ha dado luz verde ambiental al Plan de Ordenación de la Costa, que 
plantea actuaciones estructurales de interés estratégico, como la creación de un bulevar 
metropolitano en la A-7, la liberalización progresiva del peaje y el fomento del tren litoral 
como eje vertebrador de movilidad y sostenibilidad.

Esta revisión marca un paso decisivo hacia un modelo territorial andaluz más integrado 
y sostenible, capaz de responder a los desafíos climáticos, demográficos y urbanos del 
presente. La iniciativa consolida una visión de futuro que apuesta por un territorio más 
equilibrado, habitable y coherente con los principios de desarrollo sostenible que inspiran 
las políticas europeas y nacionales de planificación.

Más información en: 

•	 Revisión del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía

•	 Visto bueno ambiental al Plan de Ordenación de la Costa: aboga por el tren litoral, 
liberalizar el peaje o crear un bulevar en la A-7

Cataluña inicia consulta pública para unificar parámetros urbanísticos
La Generalitat de Catalunya ha abierto un trámite de consulta pública previo a la apro-
bación de un Decreto para la estandarización de los usos, parámetros de ordenación y 
calificaciones urbanísticas.

El objetivo es dotar al planeamiento territorial catalán de una estructura común que facilite 
la interpretación homogénea de los instrumentos urbanísticos y garantice la transparencia 
normativa.

Más información en: 

•	 Projecte de decret pel qual s’aprova el Codi d’estandardització i classificació d’usos, 
paràmetres d’ordenació i qualificacions urbanístiques

Málaga inicia en 2026 la revisión de su instrumento de planeamiento general para 
responder a nuevas demandas sociales
El Ayuntamiento de Málaga tiene previsto iniciar en 2026 la revisión del instrumento de pla-
neamiento general de la ciudad con el fin de adecuar la normativa urbanística a las nuevas 
demandas sociales y territoriales emergentes. La revisión se enmarca en una estrategia 
orientada a modificar el uso residencial y turístico del suelo, reforzar la vivienda asequible, 
regular los alojamientos turísticos y optimizar la movilidad, en un contexto de transforma-
ción urbana acelerada. Con ello, se busca adaptar el marco normativo del planeamiento a 
las exigencias de gobernanza, sostenibilidad y prestación de servicios públicos propios de 
una capital que afronta presiones demográficas, económicas y de modelo urbano.

Más información en: 

•	 Málaga iniciará en 2026 la revisión de su plan general para responder a las nuevas 
demandas sociales

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/fomentoarticulaciondelterritorioyvivienda/areas/ordenacion/pota.html
https://www.diariosur.es/costadelsol/visto-bueno-ambiental-plan-ordenacion-costa-aboga-20250818183526-nt.html
https://www.diariosur.es/costadelsol/visto-bueno-ambiental-plan-ordenacion-costa-aboga-20250818183526-nt.html
https://participa.gencat.cat/processes/consulta-previa-decret-codi-estandarditzacio-urbanistica?locale=es
https://participa.gencat.cat/processes/consulta-previa-decret-codi-estandarditzacio-urbanistica?locale=es
https://www.diariosur.es/malaga/malaga-iniciara-2026-revision-plan-general-responder-20251121134918-nt.html
https://www.diariosur.es/malaga/malaga-iniciara-2026-revision-plan-general-responder-20251121134918-nt.html
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Presentación del Plan Estatal de Vivienda (PEV) 2026-2030
En el mes de septiembre se ha presentado el Plan Estatal de Vivienda (PEV) 2026-2030, 
elaborado por el Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana. El plan establece como priorida-
des, en primer lugar, el incremento del parque de vivienda asequible, incorporando como 
novedad la participación de promotores sociales de vivienda. En segundo lugar, una parte 
sustancial de los fondos se destinará a la rehabilitación del parque construido, priorizando 
intervenciones que mejoren la eficiencia energética y la accesibilidad, con mayores niveles 
de ayuda cuando se trate de viviendas ubicadas en zonas de protección patrimonial o de 
viviendas vacías que se pretenda incorporar al mercado del alquiler.

Asimismo, el PEV persigue favorecer la emancipación juvenil, atendiendo a las dificultades 
de acceso a la vivienda mediante ayudas específicas, tales como subvenciones al alquiler 
o a la compra —especialmente en municipios en riesgo demográfico—. En cuarto lugar, 
se propone reducir el esfuerzo financiero que supone acceder a la vivienda, incluyendo 
medidas específicas en supuestos de vulnerabilidad residencial. Finalmente, con el fin de 
contener y revertir las zonas de mercado tensionado, el plan prevé actuaciones orientadas 
a la moderación y reducción de los precios de alquiler y de compra.

Para alcanzar estos objetivos, el Plan Estatal de Vivienda prevé un incremento de la inver-
sión pública, con un reparto del 60 % por parte del Estado y del 40 % por parte de las 
comunidades autónomas, con el fin de aproximar el parque público de vivienda a los están-
dares europeos. El plan incorpora igualmente el compromiso de garantizar la protección 
permanente de las VPO y de promover una información transparente, en colaboración con 
las comunidades autónomas.

En cuanto a su tramitación, las comunidades autónomas han formulado observaciones, 
aportaciones y alegaciones durante el proceso. Según el calendario previsto, el Plan Estatal 
de Vivienda será aprobado en la segunda quincena del mes de diciembre.

Más información en: 

•	 Plan Estatal de Vivienda (PEV) 2026-2030 [MINISTERIO]

•	 Plan Estatal de Vivienda (PEV) 2026-2030 [JUNTA DE ANDALUCÍA]

•	 Plan Estatal de Vivienda (PEV) 2026-2030 [EUROPA PRESS]

•	 Plan Estatal de Vivienda (PEV) 2026-2030 [EL DIARIO]

Tramitación de la Ley de Vivienda de Andalucía
A principios del mes de octubre, el Proyecto de Ley de Vivienda de Andalucía superó el 
debate de totalidad en el Pleno del Parlamento, tras lo cual ha continuado su tramitación 
parlamentaria. En la actualidad, la norma se encuentra en fase de tramitación en la Comi-
sión de Fomento, Articulación del Territorio y Vivienda, donde han intervenido diversos 
agentes sociales en el marco del procedimiento legislativo.

El texto tiene como finalidad impulsar la oferta de vivienda protegida, tanto en venta como 
en alquiler, y aborda asimismo la mejora de los mecanismos frente a la ocupación ilegal, 
la incentivación de la rehabilitación de viviendas destinadas al alquiler y el refuerzo de la 

https://www.mivau.gob.es/el-ministerio/sala-de-prensa/noticias/mar-16092025-1650
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/fomentoarticulaciondelterritorioyvivienda/servicios/actualidad/noticias/detalle/611488.html
https://www.europapress.es/economia/construccion-y-vivienda-00342/noticia-rodriguez-afirma-plan-estatal-vivienda-impulsara-industrializacion-vivienda-publica-20251113210025.html
https://www.eldiario.es/sociedad/ministra-vivienda-insta-comunidades-sumarse-excusas-plan-estatal_1_12770704.amp.html
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colaboración público-privada para ampliar la disponibilidad de vivienda adecuada. Junto a 
ello, el proyecto incorpora medidas orientadas a facilitar el acceso a la vivienda, promover 
un parque residencial más equilibrado y mejorar la planificación en materia de vivienda a 
escala autonómica.

La iniciativa continuará su tramitación en las próximas semanas hasta su elevación al Pleno 
para su aprobación definitiva.

Enlace a la norma: 

•	 Tramitación de la Ley de Vivienda de Andalucía [EUROPA PRESS]

•	 Tramitación de la Ley de Vivienda de Andalucía [LA RAZÓN] 

•	 Tramitación de la Ley de Vivienda de Andalucía [DIARIO EL SUR]

•	 Tramitación de la Ley de Vivienda de Andalucía [EL MUNDO]

La Región de Murcia inicia la tramitación del Proyecto de Ley de Vivienda Asequi-
ble con la apertura del periodo de consulta pública
La Administración de la Región de Murcia ha iniciado la tramitación del Proyecto de Ley de 
Vivienda Asequible mediante la apertura del trámite de consulta pública en el Portal de la 
Transparencia. Este procedimiento, que permanecerá abierto durante siete días, permitirá 
que personas y entidades interesadas formulen observaciones y sugerencias antes de la 
elaboración del anteproyecto de ley.

La medida responde a la necesidad de avanzar en un marco normativo destinado a facilitar 
el acceso a la vivienda, especialmente para colectivos con mayores dificultades, y consti-
tuye el paso preliminar necesario para la redacción del texto normativo. La apertura del 
trámite garantiza la participación pública en el diseño de la futura regulación y asegura que 
el proceso legislativo se desarrolle con arreglo a los principios de transparencia y audiencia 
ciudadana.

Más información en: 

•	 Comienza la tramitación del proyecto de Ley de Vivienda Asequible en la Región de 
Murcia con la apertura del periodo de consulta pública

•	 La vivienda en la Región de Murcia, en un callejón sin salida

Catorce municipios concentran el crecimiento de viviendas y población en Cana-
rias
Un informe del Colegio de Economistas de Las Palmas pone de relieve que solo 14 muni-
cipios de Canarias concentran más del 80 % del crecimiento de viviendas registrado entre 
2011 y 2021, así como una parte muy significativa del aumento de población en el archi-
piélago.

https://www.europapress.es/esandalucia/sevilla/noticia-nueva-ley-andaluza-vivienda-supera-debate-totalidad-parlamento-pese-rechazo-oposicion-20251008211830.html
https://www.larazon.es/andalucia/ley-vivienda-intervencionismo-estatal_2025100968e733679c028a4cad2d07b4.html
https://www.diariosur.es/andalucia/tramitacion-ley-vivienda-convoca-parlamento-cifra-record-20251030145424-nt.html
https://www.elmundo.es/economia/2025/09/10/68c00e99fdddffbd4a8b459a.html
https://www.orm.es/informativos/comienza-la-tramitacion-del-proyecto-de-ley-de-vivienda-asequible-en-la-region-de-murcia-con-la-apertura-del-periodo-de-consulta-publica/
https://www.orm.es/informativos/comienza-la-tramitacion-del-proyecto-de-ley-de-vivienda-asequible-en-la-region-de-murcia-con-la-apertura-del-periodo-de-consulta-publica/
https://www.laopiniondemurcia.es/comunidad/2025/11/14/vivienda-murcia-region-123686628.html
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El estudio señala que este crecimiento se localiza principalmente en municipios turísticos 
y áreas con fuerte atracción residencial, como Arona, Adeje, San Bartolomé de Tirajana, 
Mogán o La Oliva, así como en algunos municipios dormitorio. Esta concentración eviden-
cia un desarrollo territorial desigual y una desconexión entre el crecimiento de la vivienda 
y el conjunto del territorio canario.

El informe subraya que la relación entre población y vivienda sigue siendo uno de los prin-
cipales retos estructurales de Canarias, especialmente en un contexto marcado por la 
presión turística y el encarecimiento del acceso a la vivienda.

Más información en: 

•	 Catorce municipios acaparan el crecimiento de viviendas y población en Canarias [LA 
VOZ DE FUERTEVENTURA]

•	 Catorce municipios acaparan el crecimiento de viviendas y población en Canarias [EL 
DIARIO]

SOSTENIBILIDAD Y MEDIO AMBIENTE 
España aprueba la primera especificación UNE para medir la sostenibilidad de la 
Inteligencia Artificial
El Gobierno de España, a través de la Secretaría de Estado de Digitalización e Inteligencia 
Artificial, ha anunciado la publicación de una especificación UNE pionera destinada a eva-
luar la sostenibilidad de los sistemas de inteligencia artificial.

Esta norma técnica, desarrollada junto con la Asociación Española de Normalización (UNE), 
permite medir el impacto ambiental de la IA en todas las fases de su ciclo de vida, inclu-
yendo consumo energético, materiales empleados y gestión de residuos electrónicos.

La iniciativa sitúa a España entre los países líderes en la regulación ética y sostenible de 
las tecnologías emergentes, integrando la innovación digital en los objetivos de la Agenda 
2030 y de la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial.

Más información en: 

•	 España crea una pionera especificación UNE que medirá la sostenibilidad de la Inteli-
gencia Artificial

•	 España publica la primera especificación técnica para medir el impacto ambiental de 
la inteligencia artificial

Proyecto de Ley del Clima de Galicia: marco normativo autonómico para la acción 
climática y la neutralidad en 2040
El Consejo de la Xunta de Galicia aprobó el pasado 8 de septiembre de 2025 el Proyecto de 
Ley del Clima de Galicia, una iniciativa que establece el marco jurídico de referencia para 
la acción climática en la comunidad autónoma. El texto, actualmente en tramitación parla-
mentaria, fija como objetivo alcanzar la neutralidad climática en el año 2040, adelantando 

https://www.lavozdefuerteventura.com/articulo/canarias/catorce-municipios-acaparan-crecimiento-viviendas-poblacion-canarias/20231215141824014412.html
https://www.lavozdefuerteventura.com/articulo/canarias/catorce-municipios-acaparan-crecimiento-viviendas-poblacion-canarias/20231215141824014412.html
https://www.eldiario.es/canariasahora/economia/catorce-municipios-acaparan-crecimiento-viviendas-poblacion-canarias_1_10770625.html
https://www.eldiario.es/canariasahora/economia/catorce-municipios-acaparan-crecimiento-viviendas-poblacion-canarias_1_10770625.html
https://digital.gob.es/comunicacion/notas-prensa/secretaria-digitalizacion-e-inteligencia-artificial/2025/10/2025-10-09
https://digital.gob.es/comunicacion/notas-prensa/secretaria-digitalizacion-e-inteligencia-artificial/2025/10/2025-10-09
https://espanadigital.gob.es/eu/actualidad/espana-publica-la-primera-especificacion-tecnica-para-medir-el-impacto-ambiental-de-la
https://espanadigital.gob.es/eu/actualidad/espana-publica-la-primera-especificacion-tecnica-para-medir-el-impacto-ambiental-de-la
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una década la meta europea, e impone una reducción del 75 % de las emisiones de gases 
de efecto invernadero para 2030 respecto a los niveles de 1990.

La norma proyecta un enfoque transversal que integra el principio de sostenibilidad en 
la energía, la movilidad, la ordenación del territorio, la gestión forestal y la planificación 
urbana, previendo la creación de instrumentos de planificación y evaluación, como el Plan 
gallego de acción climática y el Sistema de indicadores de resiliencia, destinados a medir 
los avances y asegurar la coherencia con los compromisos internacionales y nacionales de 
descarbonización.

Con este proyecto legislativo, Galicia se sitúa entre las primeras comunidades autónomas 
en dotarse de un régimen jurídico propio de gobernanza climática, que refuerza la respon-
sabilidad pública en materia de mitigación y adaptación al cambio climático y promueve 
la coordinación multinivel de las políticas ambientales. Su aprobación preliminar evidencia 
la creciente consolidación del Derecho climático autonómico como pilar de la transición 
ecológica en España.

Más información en: 

•	 Rueda anuncia que la Xunta aprueba el proyecto de la Ley del clima con el fin de con-
seguir una Galicia neutra en emisiones en 2040, diez años antes de lo marcado por la 
UE

•	 Proyecto de ley del clima de Galicia. (12/PL-000009)

•	 Aprobado el Proyecto de Ley del Clima de Galicia

Aprobación del Anteproyecto de la nueva Ley de Montes de Andalucía
El Consejo de Gobierno ha aprobado el anteproyecto de la nueva Ley de Montes de Anda-
lucía (LEMA), que sustituirá a la vigente Ley 2/1992, con el objetivo de adaptar la normativa 
forestal autonómica a los nuevos retos ambientales, sociales y económicos. La propuesta 
persigue reforzar la protección del patrimonio forestal andaluz, promover su gestión soste-
nible y garantizar su contribución a la mitigación del cambio climático y al desarrollo rural.

Entre las principales novedades destacan la incorporación de los principios de sostenibi-
lidad y multifuncionalidad de los montes, la regulación de los servicios ecosistémicos y la 
valorización económica de los recursos forestales. Asimismo, se introducen medidas para 
prevenir incendios, fomentar la bioeconomía forestal y fortalecer la cooperación entre 
administraciones, propietarios y entidades locales en la planificación y conservación del 
territorio.

El texto propone, además, un marco más claro para la responsabilidad en la gestión fores-
tal y para la participación ciudadana en la gobernanza del medio natural, integrando la 
dimensión ambiental con las necesidades productivas y sociales del entorno rural.

Más información en: 

•	 La Junta define con la LEMA una nueva política forestal en Andalucía para afrontar los 
retos actuales y futuros de los montes

https://www.xunta.gal/es/notas-de-prensa/-/nova/016373/rueda-anuncia-que-xunta-aprueba-proyecto-ley-del-clima-con-fin-conseguir-una
https://www.xunta.gal/es/notas-de-prensa/-/nova/016373/rueda-anuncia-que-xunta-aprueba-proyecto-ley-del-clima-con-fin-conseguir-una
https://www.xunta.gal/es/notas-de-prensa/-/nova/016373/rueda-anuncia-que-xunta-aprueba-proyecto-ley-del-clima-con-fin-conseguir-una
https://www.es.parlamentodegalicia.es/ParticipacionCidada/LexislaConNos/3457/proxecto-de-lei-do-clima-de-galicia.-12pl-000009
https://www.cuatrecasas.com/es/spain/publico/art/galicia-proyecto-ley-clima
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/sostenibilidadymedioambiente/servicios/actualidad/noticias/detalle/624457.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/sostenibilidadymedioambiente/servicios/actualidad/noticias/detalle/624457.html
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•	 La Junta moderniza su normativa ambiental e impulsa a Andalucía hacia la Revolución 
Verde del siglo XXI

Proyecto de Ley de Gestión Ambiental de Andalucía: modernización normativa y 
refuerzo del control administrativo
La Junta de Andalucía ha presentado el Proyecto de Ley de Gestión Ambiental de Andalu-
cía, actualmente en tramitación, con el objetivo de renovar el marco jurídico autonómico 
en materia de protección ambiental y adecuarlo a las exigencias de la normativa europea 
y estatal.

El texto introduce mecanismos de simplificación y racionalización de los procedimientos 
administrativos, especialmente en materia de autorizaciones y evaluaciones ambientales, 
al tiempo que refuerza las funciones de inspección y control para asegurar la compatibili-
dad entre la agilización de trámites y la tutela efectiva del medio ambiente.

Esta iniciativa se enmarca en la estrategia autonómica de mejora regulatoria y digitaliza-
ción de la gestión pública, y aspira a lograr un equilibrio entre el desarrollo económico 
sostenible y la preservación de los recursos naturales. Su futura aprobación representará 
un avance significativo en la integración de la sostenibilidad ambiental en la acción admi-
nistrativa andaluza.

Más información en:

•	 La Junta aprueba el Proyecto de Ley para la Gestión Ambiental de Andalucía

•	 La Junta moderniza su normativa ambiental e impulsa a Andalucía hacia la Revolución 
Verde del siglo XXI

Aprobación del deslinde-dominio público marítimo-terrestre de las marismas del 
Parque Nacional de Doñana
El procedimiento de deslinde del dominio público marítimo-terrestre promovido por el 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico (n.º DES01/10/21/0004), que 
afecta a un tramo de aproximadamente 118 772 metros en los términos municipales de 
Hinojos y Almonte (Huelva) y Aznalcázar (Sevilla), ha generado una oposición formal por 
parte de la Junta de Andalucía. 

La Junta de Andalucía, a través de su viceconsejero de Sostenibilidad y Medio Ambiente, 
ha anunciado que presentará recurso al considerar que el acto administrativo «adolece de 
errores tanto técnicos como jurídicos», y que el proceso se ha llevado a cabo sin el informe 
preceptivo del Consejo de Participación del Espacio Natural de Doñana, órgano consultivo 
cuya intervención es requerida por la normativa sectorial aplicable.

Este desacuerdo adquiere relevancia tanto para la ordenación del litoral como para la 
protección de ecosistemas sensibles, ya que la delimitación del dominio público marítimo-te-
rrestre tiene efectos sobre las competencias territoriales, el régimen de uso y titularidad 
del suelo, y los derechos asociados a los espacios protegidos. A la vista de este contexto, 
el I-INGOT considera oportuno seguir de cerca el desarrollo de este procedimiento y sus 
posibles implicaciones en materia de Derecho ambiental y ordenación territorial.

https://www.europapress.es/andalucia/andalucia-verde-01334/noticia-junta-moderniza-normativa-ambiental-impulsa-andalucia-revolucion-verde-siglo-xxi-20251111125910.html
https://www.europapress.es/andalucia/andalucia-verde-01334/noticia-junta-moderniza-normativa-ambiental-impulsa-andalucia-revolucion-verde-siglo-xxi-20251111125910.html
https://www.juntadeandalucia.es/medioambiente/portal/landing-page-noticia/-/asset_publisher/XYiggbz580YL/content/la-junta-aprueba-el-proyecto-de-ley-para-la-gesti%C3%B3n-ambiental-de-andaluc%C3%ADa/20151
https://www.europapress.es/andalucia/andalucia-verde-01334/noticia-junta-moderniza-normativa-ambiental-impulsa-andalucia-revolucion-verde-siglo-xxi-20251111125910.html
https://www.europapress.es/andalucia/andalucia-verde-01334/noticia-junta-moderniza-normativa-ambiental-impulsa-andalucia-revolucion-verde-siglo-xxi-20251111125910.html
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Más información en: 

•	 Polémica en Doñana por el deslinde en sus marismas

•	 La Junta de Andalucía anuncia su oposición al deslinde de las marismas de Doñana 
aprobado por el Gobierno central y presentará recurso 

Aprobado el Proyecto de Ley de Turismo Sostenible de Andalucía
El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía ha aprobado el Proyecto de Ley de Turismo 
Sostenible, una iniciativa que plantea una reforma integral del sistema jurídico-turístico 
andaluz después de más de cuatro décadas sin una regulación completa. El texto pretende 
reordenar de forma estructural las políticas públicas en materia de turismo y modernizar 
su marco administrativo.

El proyecto redefine el reparto competencial entre la Junta y las entidades locales, 
incorporando mecanismos de gobernanza multinivel y creando el Observatorio para la 
Sostenibilidad Turística Local como órgano estable de coordinación institucional. También 
conecta por primera vez la regulación turística con la ordenación territorial y urbanística, 
vinculando el uso turístico del suelo, la compatibilidad urbanística y la supervisión munici-
pal de los alojamientos, incluidas las viviendas de uso turístico.

La digitalización constituye otro de sus ejes centrales, al integrar la inteligencia de datos en 
la planificación y gestión del destino y otorgar respaldo legal a plataformas y sistemas de 
información turística de ámbito autonómico. Asimismo, el proyecto actualiza el régimen de 
inspección y sanciones para reforzar la lucha contra la actividad clandestina y consolidar la 
función inspectora como garantía del cumplimiento normativo.

En el ámbito de los derechos y obligaciones, el texto revisa la protección de las personas 
usuarias y sistematiza los deberes de los prestadores, incorporando estándares de calidad, 
accesibilidad universal y profesionalización del sector.

Con su remisión al Parlamento de Andalucía, se abre la fase decisiva del procedimiento 
legislativo en la que se concretará la configuración definitiva de esta futura Ley de Turismo 
Sostenible.

Más información en: 

•	 Proyecto de Ley del Turismo Sostenible de Andalucía

•	 La Junta aprueba la Ley de Turismo Sostenible de Andalucía con un endurecimiento 
"notable" de sanciones

•	 Turismo Sostenible: Andalucía endurece sanciones en su nueva ley

https://www.diariosur.es/andalucia/polemica-donana-deslinde-marismas-20251017001202-nt.html
https://www.juntadeandalucia.es/medioambiente/portal/landing-page-noticia/-/asset_publisher/XYiggbz580YL/content/la-junta-de-andaluc%C3%ADa-anuncia-su-oposici%C3%B3n-al-deslinde-de-las-marismas-de-do%C3%B1ana-aprobado-por-el-gobierno-central-y-presentar%C3%A1-recurso/20151
https://www.juntadeandalucia.es/medioambiente/portal/landing-page-noticia/-/asset_publisher/XYiggbz580YL/content/la-junta-de-andaluc%C3%ADa-anuncia-su-oposici%C3%B3n-al-deslinde-de-las-marismas-de-do%C3%B1ana-aprobado-por-el-gobierno-central-y-presentar%C3%A1-recurso/20151
https://www.juntadeandalucia.es/servicios/normativa/normas-elaboracion/detalle/565921.html
https://www.europapress.es/esandalucia/sevilla/noticia-junta-aprueba-ley-turismo-sostenible-andalucia-endurecimiento-notable-sanciones-20251202153420.html
https://www.europapress.es/esandalucia/sevilla/noticia-junta-aprueba-ley-turismo-sostenible-andalucia-endurecimiento-notable-sanciones-20251202153420.html
https://www.diariodesevilla.es/andalucia/turismo-sostenible-andalucia-endurece-sanciones_0_2005369419.html
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DESPOBLACIÓN
Estrategia andaluza frente al desafío demográfico: planificación territorial y cohe-
sión poblacional
La Junta de Andalucía ha aprobado la I Estrategia frente al Desafío Demográfico, concebida 
como un instrumento de planificación integral para afrontar la pérdida y el envejecimiento 
de población en los municipios rurales y de interior.

El documento articula más de 250 medidas orientadas a promover la cohesión territorial 
mediante el fortalecimiento de los servicios públicos, la mejora de la conectividad física y 
digital, la diversificación económica y el fomento de la vivienda y la movilidad sostenible.

La Estrategia incorpora la perspectiva demográfica en la acción pública y establece meca-
nismos de coordinación interadministrativa para garantizar su eficacia, en coherencia con 
los principios de equidad territorial y desarrollo sostenible recogidos en la Ley 7/2021, de 
Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía (LISTA) y en la normativa europea 
sobre cohesión económica y social.

Más información en: 

•	 I Estrategia frente al Desafío Demográfico en Andalucía 2025-2030

•	 Estrategia frente al Desafío Demográfico en Andalucía 2025-2030

TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO
Refuerzo de la transparencia e institucionalización de la integridad pública en las 
Administraciones
Durante el último trimestre de 2025, diversas administraciones públicas han adoptado 
nuevas estrategias normativas y de gestión orientadas a fortalecer la transparencia, la ren-
dición de cuentas y la integridad institucional.

En Andalucía, la Junta ha aprobado la Estrategia de Integridad Institucional, concebida 
como un instrumento de planificación transversal destinado a prevenir los conflictos de 
interés y promover una cultura ética en la función pública. Asimismo, la comunidad ha par-
ticipado activamente en la Cumbre Global de Gobierno Abierto, exponiendo sus avances 
en materia de evaluación de políticas públicas y participación ciudadana.

A nivel estatal, el Gobierno de España ha adoptado el V Plan de Gobierno Abierto 2025-
2029, que consolida los compromisos del Estado en materia de transparencia, acceso a la 
información y colaboración interinstitucional, alineando la acción pública con los estánda-
res internacionales de buen gobierno promovidos por la Alianza para el Gobierno Abierto 
(OGP).

Más información en: 

•	 Andalucía comparte sus medidas de transparencia y evaluación de políticas públicas 
en la Cumbre Global de Gobierno Abierto

https://www.juntadeandalucia.es/organismos/transparencia/planificacion-evaluacion-estadistica/planes/detalle/604663.html
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1257192
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518225
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518225
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•	 Andalucía aspira a ser un referente de transparencia y ética con la Estrategia de Inte-
gridad Institucional

•	 Publicado el V Plan de Gobierno Abierto 2025-2029

Proyecto de Ley de modificación de las Leyes 39/2015 y 40/2015 en materia de 
responsabilidad patrimonial del Estado legislador
El Proyecto de Ley modifica los artículos 67 y 92 de la Ley 39/2015 y los artículos 32, 32 bis 
y 34 de la Ley 40/2015 con el fin de adaptar el régimen de responsabilidad patrimonial del 
Estado legislador a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, especial-
mente la dictada en el asunto C-278/20. La reforma establece un marco más preciso para 
la reclamación de daños derivados de normas con rango de ley contrarias al Derecho de la 
Unión. 

El texto introduce un plazo de prescripción de un año para el ejercicio de estas reclama-
ciones, que comenzará a contarse desde la notificación de la resolución administrativa o 
judicial que declare la infracción, o desde la publicación en el Boletín Oficial del Estado 
de la sentencia que determine la inconstitucionalidad de la norma cuando sea aplicable. 
Asimismo, clarifica los requisitos de la reclamación, en relación con la identificación de la 
lesión, el nexo causal y la valoración económica del daño, y regula la competencia adminis-
trativa para la tramitación y resolución del procedimiento. 

La reforma incluye también la definición del contenido y alcance del artículo 32 bis de la 
Ley 40/2015, que recoge el régimen aplicable a los daños causados por leyes contrarias al 
Derecho de la Unión, así como modificaciones relacionadas con la ejecución de sentencias 
y los criterios de imputación de responsabilidad. El proyecto cuenta con una disposición 
transitoria única y con disposiciones finales relativas a su desarrollo reglamentario y a su 
entrada en vigor.

Más información en: 

•	 Proyecto de Ley de modificación parcial de la Ley 39/2015

•	 El Gobierno modifica la ley de responsabilidad patrimonial y fija nuevos límites para 
las compensaciones a los ciudadanos

Estrategias de innovación pública y fortalecimiento de la gobernanza territorial
Paralelamente, distintas administraciones autonómicas y locales han avanzado en la imple-
mentación de políticas de innovación administrativa y de modernización institucional 
orientadas a una gestión pública más participativa, eficiente y cercana al ciudadano.

La Junta de Andalucía ha presentado su Estrategia para una Administración Pública Innova-
dora, que impulsa la transformación digital y organizativa de la Administración autonómica, 
promoviendo la colaboración interinstitucional y el desarrollo de servicios públicos basa-
dos en la evidencia y la inteligencia organizativa.

https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518206
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518206
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518223
https://www.congreso.es/public_oficiales/L15/CONG/BOCG/A/BOCG-15-A-71-1.PDF
https://www.larazon.es/sociedad/gobierno-modifica-ley-responsabilidad-patrimonial-fija-nuevos-limites-compensaciones-ciudadanos-b50m_2025101868f3b760dc27b32ca38b7493.html
https://www.larazon.es/sociedad/gobierno-modifica-ley-responsabilidad-patrimonial-fija-nuevos-limites-compensaciones-ciudadanos-b50m_2025101868f3b760dc27b32ca38b7493.html
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En la misma línea, el Gobierno Vasco ha reforzado su modelo de innovación pública, cen-
trado en la participación ciudadana y en la humanización de los procesos administrativos. 
Por su parte, las diputaciones provinciales consolidan su papel como instituciones esencia-
les para la cohesión territorial y la prestación equitativa de los servicios públicos, reforzando 
su función de intermediación entre los municipios y la Administración autonómica.

Más información en: 

•	 La Junta presenta su Estrategia para una Administración Pública Innovadora en Nova-
Gob

•	 El Gobierno Vasco apuesta por una innovación pública más humana, cercana y parti-
cipativa

•	 Las diputaciones refuerzan su papel como administración necesaria y cercana al ciu-
dadano

FISCALIDAD
La nueva exigencia legal que transforma la tasa municipal de residuos urbanos
La reciente actualización del marco legal en materia de gestión de residuos ha situado 
en primer plano la exigencia derivada de la Ley 7/2022: todos los ayuntamientos deben 
implantar una tasa específica, diferenciada y no deficitaria que cubra el 100 % del coste 
real del servicio de recogida y tratamiento de residuos urbanos. Aunque la tasa de basu-
ras existía en muchos municipios, la novedad radica en la obligatoriedad universal y en la 
configuración jurídica más estricta que impone la norma, lo que ha obligado a numerosas 
entidades locales a crearla o revisarla profundamente.

Este cambio normativo ha generado importantes disparidades en las cuantías aplicadas, ha 
reabierto el debate sobre la distribución de la carga tributaria entre propietarios e inquili-
nos y ha coincidido con un notable incremento del coste del servicio, con impacto directo 
en el IPC. Todo ello coloca este tributo en el centro de la discusión jurídica y económica 
actual, especialmente en relación con los principios de equidad, sostenibilidad financiera y 
adecuada prestación de los servicios públicos locales.

Más información en: 

•	 Tasa de basuras en España: cuánto se paga según el municipio, quién debe abonarla y 
cómo reclamar si no estás de acuerdo

•	 Claves sobre la polémica tasa de basuras: ¿Por qué la cobran ahora? ¿Quién tiene que 
pagarla?

•	 ¿Cuánto se paga por la nueva tasa de basuras? Hasta 230 euros de diferencia entre 
las capitales de provincia

https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518309
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518309
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518267
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518267
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518245
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518245
https://www.europapress.es/economia/finanzas-00340/noticia-tasa-basuras-espana-cuanto-paga-municipio-quien-debe-abonarla-reclamar-si-no-acuerdo-20251112140323.html
https://www.europapress.es/economia/finanzas-00340/noticia-tasa-basuras-espana-cuanto-paga-municipio-quien-debe-abonarla-reclamar-si-no-acuerdo-20251112140323.html
https://cadenaser.com/nacional/2025/11/13/claves-sobre-la-polemica-tasa-de-basuras-por-que-la-cobran-ahora-quien-tiene-que-pagarla-cadena-ser/
https://cadenaser.com/nacional/2025/11/13/claves-sobre-la-polemica-tasa-de-basuras-por-que-la-cobran-ahora-quien-tiene-que-pagarla-cadena-ser/
https://elpais.com/economia/2025-11-12/cuanto-se-paga-por-la-nueva-tasa-de-basuras-hasta-230-euros-de-diferencia-entre-las-capitales-de-provincia.html
https://elpais.com/economia/2025-11-12/cuanto-se-paga-por-la-nueva-tasa-de-basuras-hasta-230-euros-de-diferencia-entre-las-capitales-de-provincia.html
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Implantación de una nueva tasa de residuos urbanos vinculada al valor catastral y 
condiciones del inmueble en Málaga
El Ayuntamiento de Málaga ha iniciado el proceso para aprobar una nueva tasa de residuos 
domésticos, calculada en función del valor catastral de la vivienda, el número de perso-
nas empadronadas y la zona de residencia. La propuesta establece importes mínimos y 
máximos diferenciados, así como bonificaciones para hogares vulnerables y medidas de 
incentivo ligadas a prácticas de economía circular. El esquema tarifario prevé su aplicación 
gradual a las actividades económicas a partir de 2027, mediante criterios específicos según 
la tipología y dimensión de los establecimientos.

Más información en: 

•	 La nueva tasa de basura oscilará entre los 96 y los 248 euros anuales para las vivien-
das

•	 Así se calculará la nueva tasa de basura en Málaga: 142 euros anuales de media por 
hogar

DIGITALIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN ELECTRÓNICA
Modernización administrativa y fortalecimiento de la competencia digital en el 
sector público
Durante el segundo semestre de 2025, diversas administraciones públicas han consolidado 
avances significativos en materia de digitalización y modernización de los servicios públi-
cos. La Junta de Andalucía ha aprobado una inversión de 6,7 millones de euros para el 
desarrollo del catálogo electrónico cep@l, que permitirá a las entidades locales acceder a 
más de 450 procedimientos digitalizados comunes, impulsando la eficiencia administrativa 
y la igualdad en la prestación de servicios entre municipios.

A nivel estatal, el Plan Nacional de Competencias Digitales, enmarcado en la Agenda España 
Digital 2026, ha superado los dos millones de personas formadas, constituyéndose como 
una herramienta estratégica para la capacitación tecnológica de la ciudadanía y del perso-
nal del sector público.

Ambas iniciativas reflejan la consolidación de un modelo de administración digital más 
inclusivo, transparente y sostenible, conforme a los principios de interoperabilidad, sim-
plificación y accesibilidad previstos en la Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, y en la normativa europea sobre gobierno digital.

Más información en: 

•	 La Junta invierte 6,7 millones de euros en la digitalización de las administraciones 
locales

•	 El Plan Nacional de Competencias Digitales del Gobierno de España ha formado a más 
de dos millones de personas

https://www.diariosur.es/malaga-capital/nueva-tasa-basura-oscilara-248-euros-anuales-20251121005542-nt.html
https://www.diariosur.es/malaga-capital/nueva-tasa-basura-oscilara-248-euros-anuales-20251121005542-nt.html
https://www.101tv.es/asi-se-calculara-la-nueva-tasa-de-basura-en-malaga-129-euros-anuales-de-media-por-hogar/
https://www.101tv.es/asi-se-calculara-la-nueva-tasa-de-basura-en-malaga-129-euros-anuales-de-media-por-hogar/
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518050
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518050
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518271
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518271
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Participación ciudadana digital y cohesión territorial en el ámbito local
La Consejería de Presidencia, Administraciones Públicas, Justicia y Seguridad del Gobierno 
de Canarias ha puesto en marcha un programa para fortalecer la participación ciudadana 
digital en los municipios rurales, impulsando la creación de canales electrónicos que garan-
ticen la interacción efectiva entre la ciudadanía y la administración local.

La iniciativa busca asegurar la igualdad de acceso a los procesos participativos, reducir la 
brecha tecnológica y promover una cultura de gobernanza abierta y colaborativa, en cohe-
rencia con los principios de transparencia y proximidad administrativa consagrados en la 
legislación de régimen local y en la Agenda Canaria de Desarrollo Sostenible 2030.

Más información en: 

•	 La Consejería de Presidencia fortalece la participación ciudadana digital en los muni-
cipios rurales de Canarias [LA ADMINISTRACIÓN AL DÍA]

•	 La Consejería de Presidencia fortalece la participación ciudadana digital en los muni-
cipios rurales de Canarias [GOBIERNO DE CANARIAS]

Colaboración institucional entre la Junta de Andalucía y Google para la capacita-
ción en inteligencia artificial y competencias digitales
La Junta de Andalucía y Google han suscrito un acuerdo de colaboración destinado a impul-
sar la formación en inteligencia artificial, ciberseguridad y tecnologías en la nube entre la 
ciudadanía, el sector educativo, las empresas y la propia Administración pública andaluza.

El objetivo de esta alianza es fortalecer las competencias digitales en todos los niveles 
del ecosistema social y productivo, alineándose con las directrices del Plan Nacional de 
Competencias Digitales 2021-2025 y la Estrategia Andaluza de Inteligencia Artificial. En el 
ámbito institucional, la iniciativa busca fomentar una administración más innovadora y 
segura, capacitando a empleados públicos en el uso ético, eficiente y responsable de las 
tecnologías basadas en IA.

El acuerdo se articula como un marco de cooperación público-privada, orientado a la trans-
ferencia de conocimiento, la formación técnica y la creación de itinerarios de aprendizaje 
adaptados a las necesidades del mercado laboral y del sector público digital. Su desarrollo 
prevé la realización de talleres, programas formativos y acciones de sensibilización sobre 
los riesgos y oportunidades de la inteligencia artificial en la sociedad contemporánea.

Con este convenio, Andalucía se sitúa entre las primeras comunidades autónomas en esta-
blecer un modelo de colaboración con un actor tecnológico global para la promoción de 
una cultura digital abierta, inclusiva y responsable, que contribuya a reducir la brecha de 
habilidades y a fortalecer la competitividad institucional y empresarial en el nuevo entorno 
digital.

Más información en: 

•	 La Junta y Google sellan un acuerdo estratégico para impulsar la digitalización de la 
comunidad

https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518297
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518297
https://www3.gobiernodecanarias.org/noticias/la-consejeria-de-presidencia-fortalece-la-participacion-ciudadana-digital-en-los-municipios-rurales-de-canarias/
https://www3.gobiernodecanarias.org/noticias/la-consejeria-de-presidencia-fortalece-la-participacion-ciudadana-digital-en-los-municipios-rurales-de-canarias/
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/industriaenergiayminas/servicios/actualidad/noticias/detalle/624880.html
https://www.juntadeandalucia.es/organismos/industriaenergiayminas/servicios/actualidad/noticias/detalle/624880.html
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•	 La Junta de Andalucía y Google firman un protocolo estratégico para impulsar la digi-
talización de la comunidad 

INTELIGENCIA ARTIFICIAL
La inteligencia artificial como instrumento de innovación administrativa
En el último trimestre de 2025, varias administraciones autonómicas y organismos inter-
nacionales han reforzado su compromiso con una inteligencia artificial pública, ética y 
orientada al servicio ciudadano.

El Principado de Asturias ha anunciado la incorporación de herramientas de IA en la con-
tratación pública, con el fin de agilizar los procedimientos y mejorar la transparencia y 
trazabilidad de las licitaciones. Por su parte, Castilla-La Mancha impulsa el uso de la inteli-
gencia artificial como elemento de apoyo a la gestión documental y la atención ciudadana, 
consolidando su Estrategia de Administración Digital.

En el plano internacional, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) ha aprobado la 
creación de un Panel Científico Independiente e Internacional sobre Inteligencia Artificial y 
un Diálogo Global sobre su Gobernanza, destinados a coordinar estándares éticos y marcos 
normativos que aseguren un desarrollo tecnológico compatible con los derechos humanos 
y los principios del Derecho internacional.

Estas iniciativas confirman la progresiva institucionalización de la inteligencia artificial en 
la gestión pública y la necesidad de un marco regulador que combine eficiencia adminis-
trativa, garantía de derechos y responsabilidad algorítmica, cuestiones de especial interés 
para la investigación jurídica y tecnológica promovida por el I-INGOT.

Más información en: 

•	 El Ejecutivo impulsa una administración más ágil y transparente con la aplicación de 
inteligencia artificial en la contratación pública

•	 El Gobierno de Castilla-La Mancha impulsa la innovación digital con Inteligencia Arti-
ficial para ponerlo al servicio de la ciudadanía [CASTILLA LA MANCHA]

•	 El Gobierno de Castilla-La Mancha impulsa la innovación digital con Inteligencia Arti-
ficial para ponerlo al servicio de la ciudadanía [LA ADMINISTRACIÓN AL DÍA]

Nuevos mecanismos internacionales para la gobernanza de la inteligencia artificial
La Asamblea General de las Naciones Unidas ha aprobado dos instrumentos de alcance 
global destinados a reforzar la regulación y supervisión ética de la inteligencia artificial: el 
Panel Científico Independiente e Internacional sobre IA y el Diálogo Global sobre su Gober-
nanza.

El primero actuará como órgano consultivo y de evaluación técnica, encargado de identifi-
car riesgos y formular recomendaciones en materia de seguridad, transparencia y derechos 
fundamentales. El segundo establecerá un foro permanente de cooperación entre Estados, 
organismos internacionales y actores sociales para promover principios comunes de gober-
nanza tecnológica.

https://www.laopiniondemalaga.es/malaga/2025/11/06/junta-andalucia-google-firman-protocolo-economia-digital-malaga-123425444.html
https://www.laopiniondemalaga.es/malaga/2025/11/06/junta-andalucia-google-firman-protocolo-economia-digital-malaga-123425444.html
https://actualidad.asturias.es/-/el-principado-impulsa-una-administraci%C3%B3n-m%C3%A1s-%C3%A1gil-y-transparente-con-la-aplicaci%C3%B3n-de-inteligencia-artificial-en-la-contrataci%C3%B3n-p%C3%BAblica
https://actualidad.asturias.es/-/el-principado-impulsa-una-administraci%C3%B3n-m%C3%A1s-%C3%A1gil-y-transparente-con-la-aplicaci%C3%B3n-de-inteligencia-artificial-en-la-contrataci%C3%B3n-p%C3%BAblica
https://www.castillalamancha.es/actualidad/notasdeprensa/el-gobierno-de-castilla-la-mancha-impulsa-la-innovaci%C3%B3n-digital-con-inteligencia-artificial-para
https://www.castillalamancha.es/actualidad/notasdeprensa/el-gobierno-de-castilla-la-mancha-impulsa-la-innovaci%C3%B3n-digital-con-inteligencia-artificial-para
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518275
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518275
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Ambas iniciativas representan un paso decisivo hacia la consolidación de un marco multi-
lateral en torno al uso responsable y sostenible de la inteligencia artificial, reforzando la 
dimensión jurídica y ética de su desarrollo.

Más información en: 

•	 La ONU ha aprobado recientemente dos iniciativas claves: Panel Científico Indepen-
diente e Internacional sobre IA y Diálogo Global sobre la Gobernanza de la IA

•	 La ONU aprueba la creación de un Panel Científico y un Diálogo Global sobre Inteli-
gencia Artificial

Consulta preliminar al mercado para la creación de una infraestructura pública de 
inteligencia artificial en Andalucía
La Junta de Andalucía ha iniciado un procedimiento de consulta preliminar al mercado 
con el fin de recabar información técnica y operativa para el diseño de una infraestructura 
pública de inteligencia artificial (IA) al servicio de la Administración autonómica.

Esta iniciativa, articulada conforme al artículo 115 de la Ley 9/2017, de Contratos del Sector 
Público, busca identificar soluciones innovadoras que permitan desarrollar una plataforma 
tecnológica soberana, interoperable y segura, destinada a impulsar la transformación digi-
tal de los servicios públicos y la gestión inteligente de los datos.

La consulta tiene como finalidad favorecer la colaboración público-privada, garantizando al 
mismo tiempo la transparencia y concurrencia en la fase preparatoria de la contratación, y 
asegurando que la futura infraestructura se ajuste a los principios de ética, protección de 
datos y responsabilidad algorítmica recogidos en el Reglamento europeo de Inteligencia 
Artificial (Reglamento UE 2024/1689).

Más información en: 

•	 La Junta estudia impulsar una infraestructura pública propia para desarrollar la IA

•	 La Junta lanza una consulta al mercado para impulsar una infraestructura pública 
propia de IA

https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518296
https://laadministracionaldia.inap.es/noticia.asp?id=1518296
https://www.exteriores.gob.es/RepresentacionesPermanentes/onu/es/Comunicacion/Noticias/Paginas/Articulos/La-ONU-aprueba-la-creaci%C3%B3n-de-un-Panel-Cient%C3%ADfico-y-un-Di%C3%A1logo-Global-sobre-Inteligencia-Artificial.aspx
https://www.exteriores.gob.es/RepresentacionesPermanentes/onu/es/Comunicacion/Noticias/Paginas/Articulos/La-ONU-aprueba-la-creaci%C3%B3n-de-un-Panel-Cient%C3%ADfico-y-un-Di%C3%A1logo-Global-sobre-Inteligencia-Artificial.aspx
https://www.diariosur.es/andalucia/junta-estudia-impulsar-infraestructura-publica-ia-20251111213848-nt.html
https://www.europapress.es/esandalucia/granada/noticia-junta-lanza-consulta-mercado-impulsar-infraestructura-publica-propia-ia-20251111130823.html
https://www.europapress.es/esandalucia/granada/noticia-junta-lanza-consulta-mercado-impulsar-infraestructura-publica-propia-ia-20251111130823.html
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SUBVENCIONES

Real Decreto 769/2025, de 2 de septiembre, por el que se regula la concesión 
directa de subvenciones destinadas a la financiación de proyectos sostenibles de 
mantenimiento y rehabilitación de patrimonio turístico.
El Real Decreto 769/2025 establece un régimen de concesión directa de subvenciones 
dirigidas a entidades locales y organismos públicos responsables de la gestión de bienes 
patrimoniales con uso turístico. El programa financia actuaciones de conservación, mante-
nimiento y rehabilitación integral orientadas a garantizar la sostenibilidad del patrimonio, 
incluyendo mejoras de accesibilidad, eficiencia energética y adecuación del entorno cons-
truido. Las ayudas se integran en las políticas estatales de sostenibilidad turística y 
complementan las líneas previstas en el Plan de Recuperación, con el objetivo de reforzar 
la protección del patrimonio cultural y su aprovechamiento ordenado como recurso turís-
tico.

Real Decreto 771/2025, de 2 de septiembre, por el que se regula la concesión 
directa de subvenciones en materia de Agenda Urbana, arquitectura y calidad de 
la edificación.
El Real Decreto 771/2025 regula la concesión directa de subvenciones destinadas a impul-
sar proyectos vinculados con la Agenda Urbana Española, la arquitectura y la calidad de la 
edificación. Las ayudas se orientan a entidades públicas y organizaciones especializadas 
en planificación urbana y edificación, financiando actuaciones de regeneración urbana, 
rehabilitación integral, innovación arquitectónica y mejora de entornos urbanos. La norma 
prioriza intervenciones relacionadas con la sostenibilidad ambiental, la accesibilidad univer-
sal, la eficiencia energética y la digitalización, reforzando las políticas estatales de vivienda, 
territorio y urbanismo en el marco del Plan de Recuperación.

Real Decreto 998/2025, de 5 de noviembre, por el que se regula la concesión directa 
de subvenciones en materia de vivienda durante el ejercicio presupuestario 2025.
El Real Decreto 998/2025 establece diversas subvenciones directas destinadas a atender 
necesidades urgentes en materia de vivienda y suelo. La norma contempla ayudas para 
actuaciones de realojo en la Cañada Real, así como subvenciones destinadas a promover 
vivienda asequible o social en el Área Metropolitana de Barcelona, el Ayuntamiento de 
Barcelona, la Diputación de Barcelona y la Diputación de Sevilla. Asimismo, prevé una sub-
vención a SEPES para la promoción de viviendas protegidas en Ceuta. Con este conjunto 
de actuaciones, el real decreto refuerza la capacidad de las administraciones públicas para 
ampliar la oferta residencial y atender situaciones de especial vulnerabilidad.
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Resolución de 23 de octubre de 2025, de la Dirección de la Fundación Biodiver-
sidad, F.S.P., por la que se aprueba la convocatoria de subvenciones en régimen 
de concurrencia competitiva para actuaciones de renaturalización y restauración 
ecológica en el ámbito agrario y forestal en el área de influencia del espacio natu-
ral de Doñana 2025.
La Resolución de 23 de octubre de 2025 convoca subvenciones, en régimen de concurren-
cia competitiva, destinadas al desarrollo de proyectos de renaturalización y restauración 
ecológica en los entornos agrarios y forestales del área de influencia del espacio natural 
de Doñana. Las ayudas están dirigidas a entidades públicas, organizaciones sin ánimo de 
lucro y agentes del sector agrario y forestal, y financian actuaciones orientadas a la conser-
vación de la biodiversidad, la gestión sostenible del agua, la recuperación de ecosistemas 
degradados y la mejora de los servicios ecosistémicos. La convocatoria se integra en los 
compromisos estatales y europeos en materia de sostenibilidad y pretende reforzar la resi-
liencia ambiental del territorio, impulsando proyectos que vinculen conservación, empleo 
verde y gestión responsable de los recursos naturales.

Orden de 17 de octubre de 2025, por la que se aprueban las bases reguladoras 
para la concesión de subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, para 
el desarrollo de programas de investigación y estudio en materia de turismo sos-
tenible (INVESTUR).
La Orden de 17 de octubre de 2025 establece las bases reguladoras del programa INVES-
TUR, una línea de subvenciones en régimen de concurrencia competitiva destinada a 
fomentar la investigación aplicada en materia de turismo sostenible. Las ayudas se dirigen 
a universidades, centros de investigación y entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro 
vinculadas al sector turístico, y financian proyectos orientados a la adaptación climática del 
turismo, la gestión sostenible del patrimonio cultural y natural, la digitalización del sector 
y la creación de indicadores de evaluación del impacto social y ambiental. La iniciativa se 
enmarca en la Estrategia de Turismo Sostenible 2030 y refuerza el papel de la innovación 
como herramienta de planificación y gobernanza turística.

Orden de 4 de noviembre de 2025, por la que se establecen las bases reguladoras 
de subvenciones en régimen de concurrencia no competitiva, destinadas a muni-
cipios de Andalucía para la realización de actuaciones frente al cambio climático.
La Orden de 4 de noviembre de 2025 aprueba las bases reguladoras de subvenciones 
dirigidas a los municipios andaluces, en régimen de concurrencia no competitiva, para la 
ejecución de actuaciones de adaptación frente al cambio climático en el marco del Pro-
grama Andalucía FEDER 2021-2027. Las ayudas se estructuran en dos líneas diferenciadas 
según el tamaño poblacional del municipio y financian intervenciones orientadas a la 
prevención de riesgos, la mejora de la resiliencia climática y la adecuación sostenible del 
entorno urbano. La disposición se ajusta a los principios de eficiencia, transparencia y segu-
ridad jurídica, facilitando a las entidades locales la implementación de políticas públicas en 
materia de sostenibilidad ambiental.
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ACTIVIDADES DEL I-INGOT

Seminario Internacional Observatorio de Derechos Digitales: “Los derechos fun-
damentales en el entorno digital: proyección a partir de la Carta de Derechos 
Digitales” 
Los días 25 y 26 de septiembre de 2025, el Centro Cultural Fundación Unicaja de Málaga 
acogió el Seminario Internacional sobre los Derechos Fundamentales en el Entorno Digi-
tal: su proyección a partir de la Carta de Derechos Digitales, una cita académica de alto 
nivel destinada a reflexionar sobre los desafíos jurídicos que plantea la protección de los 
derechos fundamentales en la sociedad digital y sobre los mecanismos necesarios para su 
garantía efectiva.

El seminario fue organizado conjuntamente por el Observatorio de Derechos Digitales, la 
Universidad CEU San Pablo y la Universidad de Málaga, a través del Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas en Gobierno y Territorio (I-INGOT), junto con la Fundación Hermes y Red.
es, contando además con la colaboración de la Fundación Unicaja. La coordinación corrió 
a cargo de los profesores José Luis Piñar, Diego José Vera Jurado —director del I-INGOT— y 
Alberto Díaz-Romeral.

Durante las dos jornadas, el debate se 
centró en cuestiones tan esenciales como 
la garantía y tutela de los derechos digita-
les, la ética y transparencia en el uso de la 
inteligencia artificial, la seguridad tecnoló-
gica y la configuración de un marco jurídico 
euro-iberoamericano de derechos y debe-
res digitales. Las sesiones ofrecieron una 
aproximación comparada y multidisciplinar, 
en la que se destacó la necesidad de avanzar 
hacia una digitalización responsable, respe-
tuosa con la dignidad humana y los valores 
democráticos.

El encuentro contó con la intervención inaugural de Francisco Pérez Bes, Adjunto a la Pre-
sidencia de la Agencia Española de Protección de Datos, quien participó por primera vez 
en un seminario desde su nombramiento, abordando los retos regulatorios asociados a la 
protección de los derechos digitales. A lo largo del programa intervinieron especialistas 
como Mercedes Fuertes, Mercedes Siles Molina y Alberto Díaz-Romeral, quienes anali-
zaron el marco general de los derechos digitales desde la perspectiva de la seguridad, la 
ética y la transparencia; así como María Arias Pou, Alessandro Mantelero y Mª Graça Canto 
Moniz, que aportaron una visión comparada euro-iberoamericana; y Juan Antonio Carrillo 
Donaire, Margarita Castilla y Juan Antonio Hernández Corchete, quienes profundizaron en 
el régimen jurídico de los derechos y deberes digitales en contextos administrativos y tec-
nológicos.
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El encuentro se desarrolló, además, en un momento especialmente significativo, marcado 
por la reciente aprobación del Reglamento Europeo de Inteligencia Artificial y la consolida-
ción de la Carta de Derechos Digitales como referente interpretativo en el ordenamiento 
jurídico español. Este seminario se enmarca en las actividades del Observatorio de Dere-
chos Digitales, plataforma de cooperación interuniversitaria e institucional dedicada a la 
investigación, el análisis crítico y la difusión del conocimiento sobre la gobernanza tecno-
lógica. Iniciativas como esta reflejan el compromiso del I-INGOT con el desarrollo de una 
cultura jurídica de la digitalización, basada en la ética, la transparencia y la defensa de los 
derechos fundamentales en la sociedad tecnológica contemporánea.

Seminario de investigación I-INGOT: “Impacto de los planes de recuperación y 
resiliencia en España y en Italia: salud pública y transición ecológica” 
El pasado 15 de octubre de 2025, la Sala Lex Flavia Malacitana de la Facultad de Derecho 
de la Universidad de Málaga acogió una nueva actividad científica organizada por el Ins-
tituto de Investigaciones Jurídicas en Gobierno y Territorio (I-INGOT). La sesión reunió a 
investigadores, profesorado y estudiantes en torno a un debate de actualidad y gran calado 
jurídico: el impacto de los Planes de Recuperación y Resiliencia en la transformación de los 
modelos de gobernanza y en la articulación de nuevas políticas públicas europeas.

El seminario fue impartido por los investigadores Stefania Peduto y Riccardo Cioni, docto-
randos del Dottorato di Ricerca in Scienze Giuridiche de la Università degli Studi di Parma, 
quienes ofrecieron una exposición rigurosa y comparada sobre los planes adoptados en 
Italia y en España, ambos financiados con los fondos extraordinarios del programa Next 
Generation EU. Los ponentes subrayaron cómo estos instrumentos trascienden la mera 
finalidad económica para configurarse como verdaderos vectores de reforma estructural, 
orientados al fortalecimiento de los sistemas nacionales de salud pública y al avance de la 
transición ecológica.

La reflexión se articuló en torno a tres ejes: el análisis del marco jurídico-institucional de los 
dos Estados, la gestión de la pandemia y su incidencia en el diseño de las políticas de recu-
peración, y la orientación de las medidas hacia la sostenibilidad ambiental y la resiliencia 
social. Desde esta perspectiva, los ponentes plantearon cuestiones de fondo sobre el papel 
del Derecho como herramienta de transformación y sobre la capacidad de los sistemas 
normativos nacionales para adaptarse a los objetivos de cohesión y sostenibilidad fijados 
por la Unión Europea.
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El encuentro, celebrado en modalidad presencial, dio lugar a un intercambio de ideas espe-
cialmente enriquecedor entre investigadores y asistentes, en el que se destacó la necesidad 
de consolidar una mirada jurídica integral sobre los procesos de recuperación y reforma 
institucional. Con iniciativas como esta, el I-INGOT continúa consolidándose como un espa-
cio de referencia en el análisis crítico de las políticas públicas europeas, combinando el 
rigor académico con un compromiso constante hacia la excelencia investigadora y la pro-
yección internacional.

X Jornadas de Urbanismo, Territorio y Medioambiente: “La ciudad del futuro. Un 
futuro para la ciudad” 
Los días 23 y 24 de octubre de 2025 se celebraron en la Facultad de Turismo de la Uni-
versidad de Málaga y en Villa Matilde (Manilva) las X Jornadas de Urbanismo, Territorio 
y Medioambiente, organizadas por la Fundación General de la Universidad de Málaga 
(FGUMA) en colaboración con el Ayuntamiento de Manilva. Con esta edición, el encuentro 
alcanzó una década de trayectoria consolidándose como un foro de referencia para el aná-
lisis interdisciplinar de las transformaciones urbanas contemporáneas.

Bajo el lema “La ciudad del futuro. Un futuro para la ciudad”, el programa se estructuró en 
ocho ponencias temáticas. Intervinieron Gregorio Arena (Università di Trento), que abordó 
la ciudad compartida y los bienes comunes urbanos; Antonio Cano Murcia, dedicado a la 
relación entre urbanismo e inteligencia artificial; y Ángela de la Cruz Mera, con una revisión 
de cincuenta años de planeamiento urbanístico. A continuación, Alexandra Delgado Jimé-
nez analizó los efectos sociales, económicos y territoriales sobre el espacio urbano.

La segunda jornada se centró en los retos institucionales y de gobernanza: Claudia Tuber-
tini (Università di Bologna y miembro del I-INGOT) expuso el principio de subsidiariedad 
vertical y el papel de la ciudad autónoma; Elisenda Malaret i Gracia (Universitat de Bar-
celona) se ocupó de la rendición de cuentas y la transparencia en el nivel local; Enrique 
Navarro Jurado (Universidad de Málaga) analizó el impacto de la vivienda de uso turístico 
en el litoral; y Reyes Marzal Raga (Universitat de València) examinó las amenazas al equili-
brio entre lo urbano y el medio natural.

Más allá de su valor académico, las Jornadas subrayaron el papel del conocimiento jurí-
dico y urbanístico en la configuración de políticas públicas locales, así como la necesidad 
de fortalecer los mecanismos de participación ciudadana en la planificación del territorio. 
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La celebración de una de las sesiones en Manilva reafirmó, además, el compromiso de 
la Universidad de Málaga con la transferencia de conocimiento al entorno, integrando la 
reflexión científica en la realidad municipal.

En su clausura, el encuentro reivindicó la ciudad como espacio de convivencia y de inno-
vación institucional, donde la sostenibilidad y la gobernanza democrática deben converger 
para dar respuesta a las demandas de una ciudadanía cada vez más consciente y exigente.

Participación del I-INGOT en las jornadas técnico- científicas sobre la vulnerabili-
dad de los barrios de Málaga
El pasado 25 de noviembre se celebró una jornada técnico-científica para presentar el pro-
yecto “Vulnerabilidad de los Barrios de Málaga”, financiado por la Fundación Española para 
la Ciencia y la Tecnología del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, que la Uni-
versidad de Málaga desarrolla en colaboración con el Ayuntamiento y la Fundación CIEDES.

El objetivo del encuentro fue compartir los resultados preliminares del proyecto y crear 
sinergias entre las distintas áreas municipales con los grupos e institutos de investigación 
de la Universidad de Málaga que centran su actividad en el estudio de la ciudad. En total, 
más de 60 responsables y técnicos municipales, así como docentes e investigadores de la 
Universidad de Málaga, se reunieron en el Observatorio de Medio Ambiente Urbano de 
Málaga.

En este contexto, el I-INGOT presentó sus líneas de investigación, su carta de servicios, la 
actividad formativa que desarrolla en áreas vinculadas a la ciudad y los proyectos de inves-
tigación que lidera y que pueden servir como base para el análisis y la mejora de la calidad 
de vida en los barrios de Málaga. 

A la jornada fueron invitados técnicos y responsables de diversas áreas municipales para 
revisar conjuntamente la utilidad de estos trabajos, identificar posibles mejoras futuras y 
recoger otras necesidades relacionadas con la medición de la calidad de vida en la ciudad. 

En representación del I-INGOT, acudió la Dra. Adriana 
Antúnez Sánchez
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Manuel Moreno Linde participa como ponente en la Jornada sobre Viviendas de 
Uso Turístico organizada por la FEMP
El 24 de noviembre de 2025 tuvo lugar la Jornada: Viviendas de Uso Turístico (VUT): Regula-
ción y herramientas de gestión, una acción formativa impulsada por la Federación Española 
de Municipios y Provincias (FEMP) en el marco de su Plan de Formación Continua, dirigida 
a personal técnico y empleados públicos de entidades locales con responsabilidades en los 
ámbitos de vivienda y turismo. 

En este contexto, cabe destacar la participación de Manuel Moreno Linde, doctor en Dere-
cho Administrativo y miembro del Instituto de Investigaciones Jurídicas en Gobierno y 
Territorio (I-INGOT), quien intervino como ponente en la sesión dedicada al análisis del 
marco jurídico de las viviendas de uso turístico. Su exposición abordó de forma sistemática 
la jurisprudencia relevante y la legislación estatal, autonómica y local, aportando claves 
interpretativas de especial utilidad para la gestión municipal de este fenómeno. 

La intervención de Manuel Moreno Linde puso de manifiesto la contribución del I-INGOT 
a la reflexión jurídica aplicada sobre los desafíos que plantean las VUT, combinando rigor 
académico y enfoque práctico. La jornada sirvió así como un espacio de intercambio y 
formación orientado a fortalecer la capacidad de las administraciones locales para diseñar 
políticas equilibradas que compatibilicen el desarrollo turístico, la protección del derecho 
a la vivienda y la sostenibilidad de los entornos urbanos.
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INNOVACIÓN DOCENTE

Proyecto de innovación docente: “10 minutos de Derecho Administrativo: el apren-
dizaje de conceptos esenciales a través de podcasts”

Este proyecto de innovación docente, en 
el que han participado distintos profesores 
e investigadores entre los que se encuen-
tran miembros del I-INGOT, ha tenido como 
objetivo principal fomentar el aprendizaje 
activo y significativo del Derecho Adminis-
trativo mediante el uso de píldoras auditivas 
breves. La iniciativa ha combinado la meto-
dología tradicional (clases magistrales y 
prácticas) con la elaboración de podcasts, 
tanto por parte del profesorado (teaching 
podcasts) como del alumnado (learning 
podcasts). Esta herramienta ha servido 
para reforzar contenidos teóricos, relacio-
narlos con situaciones prácticas y fomentar 
la capacidad crítica y divulgativa del estu-
diante.

El proyecto se ha implantado en asignaturas jurídico-administrativas de distintos grados y 
titulaciones de la Universidad de Córdoba y de la Universidad de Málaga, beneficiando a 
más de 250 estudiantes. Los alumnos, organizados en grupos, han investigado sobre insti-
tuciones jurídicas, consultado fuentes doctrinales, jurisprudencia y noticias de actualidad, 
y finalmente han grabado un podcast que se ha debatido en clase. La experiencia ha mejo-
rado su comprensión del Derecho Administrativo, así como sus habilidades comunicativas, 
tecnológicas y de trabajo en equipo.

La actividad ha sido valorada positivamente por el alumnado (8,45/10) y ha contribuido a 
hacer más accesible y motivadora la docencia del Derecho Administrativo, promoviendo 
una docencia participativa e inclusiva basada en metodologías activas.

Los podcasts han abordado temas relacionados con las principales líneas de investigación 
del I-INGOT, como el medio ambiente, la sostenibilidad, el urbanismo, la gobernanza, la 
inteligencia artificial y la participación pública. Los podcasts pueden escucharse a través 
del siguiente enlace:  

https://open.spotify.com/show/2PJZbI5i0pS6Ymg1Yo3U2l?si=D75SmoB5RfeybReAitgJBw

Investigadoras principales del proyecto de innovación docente:

Teresa Acosta Penco. Profesora Permanente Laboral de Derecho Administrativo de la Uni-
versidad de Córdoba. 

Carmen Martín Fernández. Profesora Ayudante Doctora de Derecho Administrativo de la 
Universidad de Córdoba. 

https://open.spotify.com/show/2PJZbI5i0pS6Ymg1Yo3U2l?si=D75SmoB5RfeybReAitgJBw
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Otros miembros del I-INGOT que han participado en el proyecto:

Universidad de Córdoba

Lucía Alarcón Sotomayor. Profesora Titular de Derecho Administrativo de la Universidad 
de Córdoba. 

Manuel Izquierdo Carrasco. Catedrático de Derecho Administrativo de la Universidad de 
Córdoba. 

Universidad de Málaga

Adriana Antúnez Sánchez. Profesora Ayudante Doctora de Derecho Administrativo de la 
Universidad de Málaga. 




